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Eficacia de la implementación de la Ley 1448 de 2011, en relación con los índices de 

superación de vulnerabilidad de las víctimas desplazadas del conflicto armado en el 

municipio de Bugalagrande –Valle del Cauca, entre el período 2018–2022 

Brian Castaño Rivera*1 

Olga Tatiana Londoño Román*2 

Resumen 

El Estado colombiano ha tratado de que las víctimas de desplazamiento forzado por el conflicto 

armado colombiano reciban protección de sus derechos y superación de la condición de 

vulnerabilidad en la que se ven inmersos. En este sentido, muchas víctimas han tenido que hacer 

uso de la acción de tutela para poder disfrutar de derechos, servicios de atención, protección y 

reparación que como ciudadanos colombianos tienen, según leyes y acuerdos nacionales e 

internacionales. Al respecto, ha sido la Corte Constitucional de Colombia, la que con sus 

sentencias y autos de seguimiento se ha encargado de buscar el restablecimiento de los derechos 

a que son acreedores la población víctima. Por otra parte, en el municipio de Bugalagrande, 

dadas sus características tanto geográficas como de ubicación, se convirtió en un escenario del 

conflicto armado, porque según la Ley 1448 de 2011 ocurrieron hechos victimizantes que se 

encuentran contemplados en ella, lo que llevó a que fuese un municipio que expulsa y recibe 

población desplazada tanto indígena como afro y campesina lo que ha hecho que el municipio se 

reconfigure de forma desordenada. Así pues, en el análisis realizado acerca de la Superación de 

la Situación de Vulnerabilidad de los años 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022 se observó un 

aumento progresivo de personas beneficiadas en lo referente a los derechos de alimentación, 

 
1 Candidato a abogado de la Unidad Central del Valle del Cauca. 
2 Candidata a abogado de la Unidad Central del Valle del Cauca. 
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educación, generación de ingresos, reunificación familiar, salud, vivienda y atención psicosocial 

de la población víctima del desplazamiento forzado. 

Palabras claves: desplazamiento forzado, Superación de la Situación de Vulnerabilidad, 

víctimas, derechos, conflicto armado. 

Abstract 

The Colombian State has tried to ensure that the victims of forced displacement due to the 

Colombian armed conflict receive protection of their rights and overcome the condition of 

vulnerability in which they find themselves immersed. In this sense, many victims have had to 

make use of the guardianship action to be able to enjoy the rights, care services, protection, and 

reparation that they have as Colombian citizens according to national and international laws and 

agreements. In this regard, it has been the Constitutional Court of Colombia, which with its 

rulings and follow-up orders has been overseen seeking the reestablishment of the rights to 

which the victim population is entitled. On the other hand, in the municipality of Bugalagrande, 

given its geographical and location characteristics, it became a scene of armed conflict, because 

according to Law 1448 of 2011, victimizing events occurred that are contemplated in it, which 

led to It was a municipality that expels and receives displaced indigenous, Afro and peasant 

populations, which has caused the municipality to reconfigure itself in a disorderly manner. 

Thus, in the analysis carried out on Overcoming the Situation of Vulnerability in the years 2018, 

2019, 2020, 2021 and 2022, a progressive increase in people benefiting was observed in relation 

to the rights to food, education, income generation, family reunification, health, housing, and 

psychosocial care of the population who are victims of forced displacement. 

Keywords: forced displacement, Overcoming the Situation of Vulnerability, victims, rights, 

armed conflict. 
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Introducción 

  

 Es deber del Estado colombiano proveer o prestar medidas de atención y reparación integral a 

la población que es víctima de desplazamiento, es vulnerable y no puede gozar efectivamente de 

sus derechos por el conflicto armado que se ha venido presentando en el país. Se ha emitido 

normatividad y políticas públicas en aras de dignificar a las víctimas, destacándose la Ley 1448 

de 2011 – Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, la que busca dignificar a las víctimas del 

conflicto armado, materializando sus derechos en cuanto atención y reparación, como un modelo 

de justicia transicional colombiano cuando han existido violaciones a los derechos humanos y al 

Derecho Internacional Humanitario. 

 Dentro de esta óptica, en el municipio de Bugalagrande se formuló el Plan de Acción 

Territorial puesto que han ocurrido hechos victimizantes en el que se ha expulsado como se ha 

recibido población desplazada campesina, indígena y afro, cuya movilidad ha llevado a que el 

territorio se haya reconfigurado de una forma irregular por los enfrentamientos de los diferentes 

bandos que ha provocado intranquilidad, preocupación, daños ambientales y violación de 

derechos, motivo por el cual se han establecido políticas tendientes a mejorar las condiciones de 

vida de las víctimas, para que puedan superar las condiciones o menguar la situación de 

vulnerabilidad social y económica de la población desplazada de manera forzada. 

 Así pues, se estableció una política transversal con la que se pudiera ofrecer varios derechos 

básicos que hacen parte de la oferta general del Estado y entre los que se destacan: salud, agua 

potable y saneamiento básico, educación, vivienda, cultura, seguridad alimentaria, generación de 

ingresos, cultura, infraestructura, etc. También, se incluyeron aspectos como protección y 

prevención, ayuda humanitaria como, por ejemplo: utensilios básicos, alojamiento, alimentos, 

atención psicosocial, garantías de no repetición, etc., y acciones para la verdad y la justicia. 
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 En consonancia con lo anterior, como objetivo general se planteó analizar la eficacia de la 

implementación de la Ley 1448 de 2011, en relación con los índices de Superación de la 

Situación de Vulnerabilidad de las víctimas desplazadas del conflicto armado en el municipio de 

Bugalagrande –Valle del Cauca, entre el período comprendido 2018–2022 y su desarrollo con los 

siguientes objetivos específicos: 

▪ Describir la manera en que a las víctimas del conflicto armado residentes en el municipio 

de Bugalagrande se les ha garantizado sus derechos. 

▪ Analizar los factores diferenciales de los conceptos de Superación de Vulnerabilidad y las 

reglas generales utilizadas para su medición con respecto a la población desplazada víctima 

del conflicto armado. 

▪ Evaluar el comportamiento de los índices de Superación de la Situación de Vulnerabilidad 

(SSV) de las víctimas desplazadas por el conflicto armado en el municipio de Bugalagrande 

– Valle del Cauca, entre los años 2018 al 2022. 

 Asimismo, es una investigación socio jurídica que estudia el desplazamiento de víctimas por el 

conflicto armado colombiano, con un análisis descriptivo y un enfoque cuantitativo respecto al 

comportamiento de los índices de Superación de la Situación de Vulnerabilidad, específicamente 

de las personas víctimas de desplazamiento, en el municipio de Bugalagrande – Valle del Cauca, 

entre los años 2018 al 2022. Y se obtuvo la información primaria de la Secretaría de Gobierno del 

municipio de Bugalagrande; mientras que información secundaria se consiguió por medio de una 

revisión bibliográfica de documentos, informes, libros, visitas a páginas web, entre otras. 

 Por otra parte, el documento se organizó en capítulos que desarrollaron cada uno de los 

objetivos específicos planteados: en el primer capítulo se abordaron las características de 

población desplazada víctima del conflicto armado en el municipio de Bugalagrande. En el 
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segundo capítulo se muestran los factores diferenciales de los conceptos de Superación de 

Vulnerabilidad y los criterios generales para medirlos en lo que se refiere a la población 

desplazada víctima del conflicto armado. En el tercer capítulo se realizó un análisis del 

comportamiento de los índices de Superación de la Situación de Vulnerabilidad – SSV de las 

víctimas desplazadas por el conflicto armado en el municipio de Bugalagrande – Valle del 

Cauca, entre los años 2018 y 2022. Finalmente, se presentan las conclusiones de la investigación 

realizada. 
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1. Título 

  

 Eficacia de la implementación de la Ley 1448 de 2011, en relación con los índices de superación 

de vulnerabilidad de las víctimas desplazadas del conflicto armado en el municipio de 

Bugalagrande –Valle del Cauca, entre el período 2018–2022. 
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2. Planteamiento del problema 

 

2.1 Descripción del problema 

  

 Colombia ha sido un país que, a lo largo de su historia, ha presentado varios conflictos, y entre 

ellos, el conflicto armado entre guerrillas, paramilitares, bandas o grupos criminales, y el 

Gobierno; con un agregado más, el narcotráfico que permeó muchísimo la sociedad colombiana. 

Por ello, han sido numerosas las víctimas que han tenido que sufrir un desplazamiento forzado, 

cuando campesinos, indígenas, afrodescendientes, entre otros, se vieron forzados a abandonar sus 

tierras, por amenazas, torturas, asesinatos de sus familiares, temor, y tuvieron que huir a otros 

lugares, buscando nuevas oportunidades. 

 Este desplazamiento interno de personas tiene efectos negativos tales como crecimiento de la 

población urbana, falta de empleo, marginamiento, derechos humanos vulnerados, etc., en un nivel 

general. Pero, también se presenta a nivel local, como sucede con el municipio de Bugalagrande – 

Valle del Cauca, al que llega población desplazada. En el año 2019, el municipio tenía una 

población de 24.318 personas y fueron declaradas personas victimizadas: 8.735 (Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las víctimas, 2020). Así, pues, el Estado colombiano reconoce la 

vulnerabilidad de las personas desplazadas y de manera gradual ha tomado acciones para que 

mejoren sus condiciones de vida y restablecer los derechos perdidos. 

 En consonancia con lo anterior el artículo 67, de la Ley 1448 de 2011, dice que debe terminar 

la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de quienes hayan sido víctimas de 

desplazamiento forzado, y el artículo 68, de la misma ley, señala que deben los alcaldes 

municipales o distritales en donde vive la víctima, realizar una evaluación de la cesación de la 

condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta. 
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 Así que, mediante la Resolución 2200 de agosto 6 de 2018, se establecieron los lineamientos 

técnicos para evaluar la Superación de la Situación de Vulnerabilidad para aquellas personas que 

han sido víctimas del desplazamiento forzado y ésta derogó la Resolución No.01126 de 2015. 

Asimismo, para desarrollar la medición de la Superación de la Situación de Vulnerabilidad – SSV, 

de la población que ha sido desplazada como víctima del conflicto armado, se toma como unidad 

de análisis, a las personas que han sido víctimas del desplazamiento forzado y se realiza una 

evaluación que tiene en cuenta los componentes siguientes: 1. Identificación; 2. Salud; 3. Atención 

Psicosocial; 4. Educación; 5. Generación de ingresos; 6. Reunificación familiar; 7. Vivienda y 8. 

Alimentación (Subdirección Red Nacional de Información, 2021, pág. 5). 

 Por consiguiente, con la medición de la Superación de la Situación de Vulnerabilidad se busca 

tener una medición objetiva, que permita conocer la situación de los hogares que han sido víctimas 

de desplazamiento forzado en lo que se refiere al acceso de sus derechos perdidos, una vez que ha 

ocurrido el hecho victimizante. 

 En tal virtud, si el Gobierno Municipal obtiene una determinada información como, por 

ejemplo, las condiciones en salud, educación, alimentación, la capacidad de generar ingresos, entre 

otras; puede cubrir mayores necesidades de las víctimas desplazadas y direccionar los recursos 

destinados para tal fin. 

 En estas circunstancias, es importante conocer la situación real socioeconómica y las 

condiciones en que se encuentran, mediante la participación de las víctimas de desplazamiento, 

por medio de los instrumentos implementados para tal fin, como lo es, la medición para la 

Superación de la Situación de Vulnerabilidad. 

 Por otro lado, entre otra información, se encontró el artículo denominado Avances del Estado 

colombiano en Materia de Superación de Vulnerabilidad Psicosocial en Víctimas del Conflicto 
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Armado, que analiza los avances que ha conseguido el país, respecto a la superación de las 

condiciones de las víctimas desplazadas por el conflicto armado, haciendo un análisis de la 

normatividad, y planteando una propuesta para tal fin. También, otro artículo llamado 

Vulnerabilidad social de la población desterrada. Más allá del goce efectivo de derechos, que fue 

realizado a una comunidad establecida en la finca El Carpintero, que encontró que existían vacíos 

en la normatividad y se podían establecer herramientas, con las cuales, se consiguiera implementar 

políticas públicas que favoreciera a esta población. 

 Ahora bien, la Ley 1448 de 2011 – Ley de Víctimas y Restitución de Tierras buscó reconocer 

y dignificar a las víctimas del conflicto armado reconociendo sus derechos y aplicando estándares 

internacionales en cuanto a su atención y reparación. A su vez, dentro del modelo de Justicia 

Transicional en Colombia, el Estado ha procurado que las víctimas pueden superar la 

vulnerabilidad ocasionada por violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional 

Humanitario y recuperar y tener una vida satisfactoria. Por consiguiente, se formularon los Planes 

de Acción Territoriales – PAT, para las víctimas del conflicto armado, tratando de prevenir, 

atenderlas y repararlas de forma integral, y se incluyó este instrumento como parte del desarrollo 

social y local del municipio de Bugalagrande, que se encuentra articulado en el Plan de Desarrollo 

del municipio de Bugalagrande 2020-2023 ‘Juntos construyendo una Bugalagrande con bienestar 

para todos’, que tiene unas metas específicas en lo que se refiere a política de víctimas y 

construcción de paz, por ejemplo, en movilidad social que contempla generación de ingresos, 

educación, salud, con acciones que cierren brechas y garanticen los derechos de las víctimas 

(Municipio de Bugalagrande, 2020-2023a). 

 Asimismo, el PAT del municipio de Bugalagrande reconoce que dadas las características y 

ubicación geográfica de éste, se ha convertido en escenario de conflicto armado, impactando 
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especialmente la zona rural, dado que ocurrieron muchos hechos victimizantes regulados en la Ley 

1448 de 2011, por lo que es considerado como un municipio tanto expulsor como receptor de 

personas desplazadas afro, indígena y campesina, por ello, el territorio se reconfiguró de forma 

desordenada lo que afectó zonas de fragilidad ecológica muy alta, continuando los enfrentamientos 

entre bandos, lo que llevó a que se ocasionaran daños ambientales, preocupación y 

quebrantamiento de derechos. Así que el Gobierno municipal buscó incluir en el Plan de Desarrollo 

la problemática del desplazamiento forzado, con una política pública que cubra las víctimas en 

todos los aspectos de tal forma que la Nación y el Departamento del Valle, ayuden y apoyen con 

asistencia, atención y reparación las víctimas que se encuentran en el municipio, y así esta 

población vulnerada pueda superar o minimizar un tanto la situación de vulnerabilidad 

socioeconómica de las víctimas de desplazamiento forzado, para que puedan ser reparadas de 

manera integral por el daño que sufrió (Municipio de Bugalagrande, 2020-2023b). 

2.2 Formulación del problema 

  

 ¿Cuál ha sido la eficacia de la implementación de la Ley 1448 de 2011, en relación con los 

índices de superación de vulnerabilidad de las víctimas desplazadas por el conflicto armado en el 

municipio de Bugalagrande – Valle del Cauca entre el período 2018–2022? 
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3. Objetivos 

 

3.1 Objetivo general 

  

 Analizar la eficacia de la implementación de la Ley 1448 de 2011, en relación con los índices 

de Superación de la Situación de Vulnerabilidad de las víctimas desplazadas del conflicto armado 

en el municipio de Bugalagrande –Valle del Cauca, entre el período comprendido 2018–2022. 

3.2 Objetivos específicos 

 

▪ Describir la manera en que a las víctimas del conflicto armado residentes en el municipio 

de Bugalagrande se les ha garantizado sus derechos. 

▪ Analizar los factores diferenciales de los conceptos de Superación de Vulnerabilidad y las 

reglas generales utilizadas para su medición con respecto a la población desplazada víctima 

del conflicto armado. 

▪ Evaluar el comportamiento de los índices de Superación de la Situación de Vulnerabilidad 

(SSV) de las víctimas desplazadas por el conflicto armado en el municipio de Bugalagrande 

– Valle del Cauca, entre los años 2018 al 2022. 
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4. Justificación 

 

 El Gobierno colombiano, en los últimos años ha procurado que haya avances para mejorar las 

condiciones de vida de los ciudadanos, de tal manera que permita el ejercicio de los derechos 

fundamentales de las personas, que han sido afectadas por el conflicto armado interno, que ha 

provocado desplazamientos no solo de una o varias personas, sino también de poblaciones enteras. 

 Dentro de esta óptica, el Estado busca implementar una política con la que se pueda proveer 

servicios sociales, un mejor acceso a la justicia, un desarrollo económico, etc. Por ello, el diseño 

de una política pública es muy importante, y para hacerlo, se necesitan de herramientas que 

permitan un diagnóstico y análisis de lo que han recibido o no, las personas que han sido 

desplazadas. En ese sentido una herramienta de medición de la Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad (SSV), facilita que los gobiernos municipales puedan tomar mejores decisiones, 

priorizar y orientar los esfuerzos y poder realizar seguimientos a esta población desplazada y cuán 

eficaz, puede ser para ofrecer una atención integral a las víctimas. 

 Además, con la información que ofrece la Secretaría de Gobierno del municipio de 

Bugalagrande, se puede realizar un análisis con el que se pueda mostrar la atención institucional 

que se le ha brindado a la población desplazada, en el marco de la Ley 1448 de 2011, y, determinar 

qué componentes (identificación, salud, atención psicosocial, educación, generación de ingresos, 

reunificación familiar, vivienda y alimentación) se están atendiendo en menor proporción respecto 

a los otros y hacer algunas recomendaciones al respecto. 

 Por otro lado, con esta investigación se pueden realizar varios aportes entre los que se destacan: 

En cuanto al área del Derecho, se aplica el principio de participación conjunta a las víctimas, para 

obtener información acerca de la superación de vulnerabilidad de las víctimas de desplazamiento 

en el municipio de Bugalagrande, que significa un gran aporte a la normatividad, ya que permite 
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que las víctimas de desplazamiento por el conflicto armado no sean excluidas brindándole ayuda 

y apoyo a quienes son afectados por hechos violentos. 

 A los investigadores, les permite conocer con la investigación una realidad social y económica 

de las víctimas y las condiciones en que se encuentran, entendiendo que no es solo la parte jurídica 

la que se puede aplicar, sino conocer de esta problemática; en la que a las víctimas les han 

quebrantado sus derechos, su dignidad y se profundiza un poco más para que tengan una atención 

integral, que haga una diferencia respecto a su condición de vulnerabilidad. 

 Entre las razones se encuentran conocer de primera mano las condiciones en las que viven 

muchas personas víctimas de este flagelo, que durante tantos años han tenido que pasar por las 

condiciones de desplazamiento en el país, y específicamente, en el municipio de Bugalagrande, 

que no ha sido ajeno a este problema, puesto que, además, al aumentar la población urbana del 

municipio se presentan problemas como el desempleo, marginalidad, vulneración de derechos 

humanos, entre otros; y muchas veces no se estudian los efectos directos e indirectos que pueden 

surgir producto de la población desplazada en el entorno urbano, ya que las familias o el 

desplazado busca una opción distinta para él y su familia, afectando el derecho a la salud y otros 

como la educación, la alimentación, la vivienda, su calidad de vida, tener una seguridad personal, 

etc., y también aplicar los conocimientos adquiridos en la materia de Investigación, para realizar 

un buen trabajo. 

 En cuanto al Estado del Arte, permite encontrar estudios y referentes teóricos que pueden 

enriquecer el tema y aportar nuevas ideas al planteamiento del problema de investigación entre los 

que se encuentran, por ejemplo, un trabajo que estudia la vulnerabilidad social que existe en 

muchos hogares de Colombia y los logros que se pueden obtener con la Estrategia Unidos (2018-

2019), especialmente de los municipios de Buenaventura, Cúcuta y Soledad (Díaz Puerto, 2020). 
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Igualmente, los efectos que ha tenido el asentamiento de población desplazada en una localidad de 

Bogotá (Granados Castillo & Loaiza Parra, 2018), como también, el riesgo en salud familiar que 

pueden padecer las personas desplazadas en el municipio de Bugalagrande, Valle del Cauca (Soto 

González, 2014). 

 Asimismo, el estudio que se ha planteado ayuda a mostrar un problema que ha acompañado a 

muchas comunidades, no solo las desplazadas, sino también, al lugar que las acoge, como sucede 

en el municipio de Bugalagrande, y poder formular algunas recomendaciones, que contribuyan no 

solo a visibilizar más el problema, sino también, a mostrar qué aspectos necesitan soluciones y 

hacer más énfasis en su tratamiento, puesto que las familias desplazadas tienen unos derechos que 

pueden ser exigidos ante el Estado y así cambiar sus condiciones de vida, por consiguiente, estudiar 

los índices de superación de vulnerabilidad de las víctimas desplazadas por el conflicto armado en 

este municipio del Valle del Cauca, permitirá conocer las condiciones de vida y los obstáculos que 

deben afrontar estos ciudadanos, que suelen ser muy semejantes a otros municipios que afrontan 

un problema similar. 

 En lo que se refiere a la relevancia socio-jurídica es importante, tener en cuenta, que esta 

problemática se presenta hace muchos años en el país, y a pesar de las leyes, decretos y la 

jurisprudencia emitida al respecto, todavía, se presentan vacíos que ojalá se pudieran ir corrigiendo 

y mejorar así la calidad de vida de las personas más vulnerables y no obstante, que se han realizado 

estudios investigativos sobre el desplazamiento forzado por el conflicto armado, resulta importante 

esta investigación en este municipio, dado que, resulta un aporte valioso, para poder construir 

proyectos con los que se pueda prestar asistencia y ayudar a que las personas desplazadas reciban 

un trato digno, como seres humanos. 
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5. Marco referencial 

 

5.1 Antecedentes (Estado del Arte) 

  

 A continuación, se muestran algunos estudios realizados referentes al tema tratado en la 

investigación: 

 El Informe Final de la investigación Avances del Estado colombiano en materia de 

superación de vulnerabilidad psicosocial en víctimas del conflicto armado, cuyo objetivo fue 

analizar los avances que ha conseguido el Estado colombiano, en lo que se refiere a la superación 

de la condición de vulnerabilidad psicosocial en personas víctimas del conflicto armado, los 

avances en cuanto a normatividad que permita una atención integral a las víctimas, y también, la 

falta de una política para prevenir y poder superar la condición de vulnerabilidad psicosocial en 

lo concerniente a garantizar el derecho a la salud psicológica y/o mental de esta población 

(Aguilera Torrado, 2022). 

 En este mismo sentido, el trabajo de grado Efectos en la población desplazada por el conflicto 

armado en la localidad de Kennedy (1980-2016), en el que se estudia a Bogotá, por ser una 

ciudad receptora de población desplazada, pero, se escogió la localidad de Kennedy, buscando 

conocer los factores que incidieron para que esta población llegara a este sitio y analizar la 

atención, cuidado, ayuda y respaldo que han tenido y las líneas de atención propuestas para 

mejorar sus condiciones de vida (Granados Castillo & Loaiza Parra, 2018). 

 Por su parte, en la tesis de maestría Análisis de la vulnerabilidad social en Colombia de los 

hogares acompañados por la Estrategia Unidos 2018-2019, en la que se buscó analizar la 

vulnerabilidad social en Colombia, para identificar características de hogares de acuerdo a los 

logros alcanzados y por alcanzar de la Estrategia Unidos, y también construir una cartografía de 
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los logros en los municipios de Buenaventura, Cúcuta y Soledad en el año 2018 e indica que la 

vulnerabilidad social es un concepto que indica que debe tratarse de manera multidimensional y 

de los logros que dependen de que las personas tengan ingresos suficientes y seguridad 

alimentaria (Díaz Puerto, 2020). 

 Continuando con la tesis en maestría titulada Riesgo Familiar Total y Grado de Salud 

Familiar, Familias Desplazadas residentes en el municipio de Bugalagrande, Valle del Cauca, 

la que tuvo como objetivo determinar en familias desplazadas que habitaban en el municipio de 

Bugalagrande, el riesgo familiar total y el grado de salud familiar, con una muestra de 59 

familias ubicadas en el área urbana del municipio, de estrato socioeconómico 1, 2 y 3. En la que 

se concluyó que eran familias amenazadas y en alto riesgo, como consecuencia de factores 

externos debido al desplazamiento. Sin embargo, eran familia saludables e integradas y 

satisfechas en su organización familiar (Soto González, 2014). 

 Por otra parte, el artículo de reflexión Desplazamiento forzado en Colombia: enfoque de 

justicia de Amartya Sen, se menciona que los efectos del desplazamiento forzado no han podido 

superarse con las políticas que el Estado ha impulsado, por ello, se realizó un análisis al enfoque 

de justicias desde la perspectiva de Amartya Sen e interpretar su teoría acerca de la justicia en 

cuanto al asistencialismo político y económico (Avendaño Castro, 2018). 

 También se encuentra el artículo Colombia: una revisión teórica de su conflicto armado, en el 

que el autor menciona qué tipo de conflicto es el colombiano, las causas que llevan a las luchas 

revolucionarias, los conflictos interestatales surgidos después de la Guerra Fría, las tipologías 

tradicionales de los conflictos armados y presenta una visión del conflicto armado colombiano 

desde el Derecho Internacional Humanitario (Trejos Rosero, 2013). 
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 Igualmente, el documento Plan de Acción Territorial para la Atención, Asistencia y 

Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado Interno. Vigencia 2020 – 2023. 

Bugalagrande – Valle del Cauca, muestra que es una política transversal que permite que se 

puedan garantizar varios derechos básicos como educación, salud, agua potable y saneamiento 

básico, vivienda, generación de ingresos, seguridad alimentaria, infraestructura, cultura, entre 

otros, a la población desplazada por el conflicto armado interno y permitir un enfoque diferencial 

con el que se pueda prestar protección y prevención, atención o ayuda humanitaria como 

dotación de alimentos, alojamiento, utensilios básicos, etc. También, reparación integral 

individual con medidas de satisfacción, indemnización, rehabilitación física y mental, atención 

psicosocial, restitución de tierras, garantías de no repetición y acciones para que las personas 

accedan a la verdad y la justicia. Esta herramienta hace parte de la justicia transicional para que 

todas las instituciones del Estado, en conjunto, puedan ayudar a que las víctimas superen los 

niveles de vulnerabilidad (Municipio de Bugalagrande, 2020 – 2023). 

5.2 Marco teórico 

 

5.2.1 Teoría acerca de la justicia y su aplicación en el desplazamiento interno colombiano 

  

 Según la teoría expuesta por Amartya Sen existe la heterogeneidad humana, por ello, todas las 

personas son diferentes, lo que hace que se perpetúen las desventajas, razón por la cual propone 

que la desigualdad puede partir desde las diferencias interpersonales, esto es, que la justicia se 

relaciona en la forma en que viven la vida, el comportamiento que tienen, puesto que la teoría de 

Sen, se dirige a la vida de las personas, lo que son capaces de vivir y no la que se supone debe 

ser la apropiada. Se centra en las condiciones de injusticia y desigualdad de determinados grupos 

de población, cuya elección de vida, es rota por las condiciones del contexto social que se les ha 
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impuesto y las injusticias les quitan las libertades. También, plantea que el Estado debe tener un 

papel protagónico en proveer seguridad social (educación pública y salud) con políticas que 

permitan cambios sociales y económicos que deben ser realizados por tres instituciones: 

instituciones del Estado, del mercado y no gubernamentales. Sin embargo, no debe confundirse 

con una excesiva actividad asistencial e intervencionista, porque se estaría perjudicando la 

libertad de las personas, pero, no ir tampoco al extremo de un gobierno indolente, indiferente e 

inactivo; resumiendo, la posición debe ser de equilibrio entre el mercado y el estado (Sen, 2010 – 

Avendaño Castro, 2018). 

5.2.2 Teoría acerca de la vulnerabilidad social 

  

 La vulnerabilidad se enfoca en explicar que existen desventajas sociales entre el nivel micro 

social de los comportamientos entre personas y hogares y el nivel macro, que se refiere a 

organizaciones e instituciones, que permite examinar de manera simultánea y cronológica los 

procesos en los que se genera y reproduce la pobreza y entender que es un enfoque 

complementario o explicativo de ésta (Kaztman, 2018 – Ramos Ojeda, 2018). Y Kaztman, dice 

que este término se ha utilizado mucho, pero, con unos significados confusos, puesto que, la 

vulnerabilidad social puede ser experimentada por comunidades, familias o personas en sus 

situaciones de vida, debido a eventos de carácter económico y social, que suelen ser traumáticos, 

pero, contrastando con estas situaciones, se encuentran las estrategias utilizadas para enfrentar 

estas condiciones que surgen en sus vidas. 

5.2.3 Teoría que se refiere al desarrollo humano según la propuesta de Amartya Sen 

  

 Sen define el desarrollo como el proceso con el cual pueden disfrutar las personas de la 

expansión de las libertades existentes, y personificando la libertad real de acuerdo con la 
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capacidad de la persona para obtener diversas opciones de funcionamiento, que pueden ser 

mezcladas; por lo tanto, le permite a ésta efectuar cosas inapreciables para ella y su familia, en 

sus entornos sociales, económicos, culturales, políticos y medioambientales (Sen, 1993, 2000). 

Así pues, la libertad individual es una de las mayores aspiraciones de los seres humanos, y dice 

Sen, que la justicia debe tener un valor, tomando en cuenta las libertades reales de los seres 

humanos, para que puedan realizar una elección de su destino, de acuerdo con los valores 

personales, más no, por los bienes materiales o recursos que posea. Por consiguiente, en las 

sociedades modernas, las personas pueden tener diversos objetivos, y elegirlos, según sus 

libertades reales y que puedan ser valorados en condiciones de igualdad sin instituir y establecer 

jerarquías (Sen, 1997). 

 Además, el objetivo que tiene el desarrollo se encuentra relacionado a la vinculación de las 

libertades reales que tienen las personas de una población definida, en la que ellas deben tener un 

papel activo e involucrarse en construir su destino y no únicamente convertirse en los que 

reciben y aceptan. Es decir, la libertad permite que se puedan conseguir los objetivos y metas 

valiosas para las personas e incluye los procesos mediante los cuales se tiene la libertad para 

tomar una decisión y las acciones que conlleva la misma; como también, las oportunidades para 

llevarlas a cabo, mediante unas condiciones delimitadas de existencia. Así que, la libertad brinda 

una perspectiva y aspectos más amplios en el caso de juzgar la ventaja humana y a través de ella, 

valorar el éxito social. Y es en este entorno, cuando la capacidad nace como un tipo de libertad, 

como fundamento, para obtener diversas combinaciones de funcionamiento, esto es, conseguir 

otros tipos de estilo de vida (Sen, 2000). 

 Asimismo, según Sen (2000), las libertades se clasifican en: a) constitutivas: son las básicas 

individuales que hacen parte del desarrollo  humano, porque ayudan a potencializar el ser 
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humano para obtener una vida con calidad, evitando privaciones básicas como “hambre, 

desnutrición, muertes prematuras evitables” y en cambio, poder adquirir capacidades culturales y 

sociales básicas tales como “lectura, escritura, cálculo elemental, expresión libre de ideas y 

valores, participación directa o indirecta en el sistema de gobierno de la sociedad en que se 

encuentra”, por lo tanto, cualquier programa de desarrollo humano debe tener estas ventajas y 

propagarlas. Mientras que, b) las libertades instrumentales, se refieren a las oportunidades y 

derechos que pueden ayudar directa o indirectamente a la libertad general que tienen las personas 

y son brindadas por medio de sistemas económicos, sociales y políticos de los que dependen 

especialmente las libertades constitutivas básicas para que puedan ser ejecutadas. Entre estas 

libertades están: “los servicios económicos, las instituciones, las oportunidades sociales como los 

servicios de salud, las libertades políticas, las garantías de transparencia y la protección social y 

jurídica”, en otros términos, se trata del entorno que construyó una sociedad en un específico 

territorio. 

 Dentro de esta óptica, el profesor Sen no define que específicamente el desarrollo solamente 

se trata del crecimiento del Producto Interno Bruto – PIB, el aumento de ingresos, la 

industrialización y el progreso tecnológico, sino que, para el análisis del desarrollo debe tomarse 

en cuenta no solo el indicador de la expansión económica, también, el impacto de la democracia, 

las instituciones y las libertades públicas sobre la vida y las oportunidades de las personas, que 

puede unirse el reconocimiento de los derechos civiles, que es un aporte de la democracia, que 

permite que los ciudadanos puedan acceder a servicios que cubran sus necesidades básicas y 

ejercer presión para que se realice una apropiada política pública y de esta manera, poder vivir 

muchos años, acceder a una educación, tener un empleo grato, vivir en un ambiente en paz y 

seguro, y tener libertad (Sen, 2000). 
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5.2.4 Teoría del Desarrollo de Capacidades de Martha Craven Nussbaum 

  

 En sus inicios la filósofa Nussbaum se interesó por las teorías de las capacidades que en un 

principio fue planteada por el economista Amartya Sen, en la que éste dice que tomando la 

perspectiva económica tradicional, ésta suele ser deficiente e incompleta en lo que se refiere a 

distintos temas filosófico-políticos y socioeconómicos, tales como la calidad y el nivel de vida, el 

bienestar, el desarrollo humano y las evaluaciones sociales e individuales en lo que se refiere a la 

libertad y la igualdad y amplió el conocimiento mediante el concepto de capacidades, que son las 

diversas combinaciones de alternativas de una persona ser o hacer. Así que Nussbaum reflexionó 

acerca de las ventajas de la teoría de Sen, y confirmó las conexiones entre las nociones de 

función o érgon de Aristóteles y el concepto de Marx acerca de las necesidades y le otorgó a la 

teoría de las capacidades sus aportes personales concernientes a las cuestiones distributivas, el 

criticismo racionalista y universalista de origen aristotélico, la lucha contra posiciones 

relativistas y otros aspectos para enriquecer la teoría desde la perspectiva de género. En tal 

virtud, la teoría de Nussbaum se origina en defender al ser humano que tiene capacidades y 

necesidades que son usuales y comunes a todos sin tener en cuenta el género, la clase, la raza o la 

nacionalidad y lo consideraba fundamental para que existiera la igualdad y dignidad de las 

mujeres. Creía que todos los individuos de manera general y las mujeres particularmente, no son 

instrumentos para otros, es decir, no son reproductoras, las encargadas de los cuidados 

familiares, ni objetos de descarga sexual. También, pensaba que todos los humanos comparten, y 

no deben tener los privilegios o logros el grupo que domina, esto es, que antes de poderes y 

estatus se encuentran las necesidades y funciones básicas de todos. En su teoría aceptaba la 

dignidad para todos incluyendo las de las personas discapacitadas cuya razón está reducida, ya 
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que no puede tratarse a una persona como un objeto, puesto que el ser humano necesita de una 

gran variedad de actividades vitales (Monereo Atienza, 2015).  

5.2.5 Teoría acerca de la construcción de paz 

  

 Existen diferentes teóricos en la construcción de paz. Algunos hablan acerca de que el 

conflicto es inherente a la sociedad, entre ellos Johan Galtung (1998). Para él en los procesos de 

construcción de paz se habla de los distintos aspectos de la violencia. Para el autor mencionado 

la violencia es la que frena e imposibilita la existencia de un desarrollo normal del ser humano. 

Dicho pensador hace una división de la violencia en tres dimensiones: i) violencia directa: es la 

visible y la que hace daño físico; ii) violencia estructural: es la que nace de las estructuras 

sociales y políticas y iii) violencia cultural: legaliza y hace legítima la violencia por medio de los 

valores. En este sentido, cuando el conflicto es destructivo, entrelaza estas tres dimensiones. 

Asimismo, la violencia cambia de manera constante y suele presentar diferentes aspectos de 

acuerdo con la forma del conflicto según se observa. Así que, cuando se estudian conflictos, no 

es por la existencia como tal del mismo, sino la presencia de varios aspectos que hacen parte de 

la violencia. 

 También se encuentra el enfoque de los autores Tom Woodhouse, Oliver Rambsothan y Hugh 

Miall (2011), en el que el proceso de la construcción de paz lo dividen en cuatro diferentes 

aspectos: i) seguridad: que se refiere a todos los métodos concernientes al desarme, la 

desmovilización y la reintegración – DDR de las personas armadas, e igualmente, la reforma del 

sector seguridad, el desminado humanitario y el reglado en cuanto a la presencia de armas 

ligeras; ii) marco político: comprende las reformas políticas que deben realizarse cuando se 

inicia un proceso de construcción de paz tales como: democratizar y ajustar los partidos 

políticos, originar y elaborar una cultura democrática, asistir y reforzar el estado de derecho, 
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robustecer y afianzar las instituciones políticas y lo que esté relacionado con los derechos 

humanos; iii) fundamentos socioeconómicos: se refiere a la construcción económica en 

infraestructuras, repatriación y regreso de desplazados y la seguridad alimentaria; iv) 

reconciliación y justicia: interviene el entendimiento y diálogo entre las partes que se encuentran 

enfrentadas, instituir procesos de justicia transicional y comisiones de la verdad, procedimiento 

para tratar el trauma y atención a las víctimas del conflicto. Estos cuatro puntos mencionados, 

fueron utilizados en muchos acuerdos de paz en la mitad del siglo XX. No obstante, su 

aplicación debe ser prudente, ya que se necesita incluir al Estado y las instituciones políticas, 

para poder aplicarlos de forma correcta, sin que se conviertan solo en una lista, porque, llevaría a 

un proceso de construcción de paz que sería incompleto o fallido. 

 En este orden de ideas, uno de los principales teóricos que ha realizado trabajos sobre la 

construcción de paz es el estadounidense John Paul Lederach, quien menciona una ruta muy 

precisa sobre los diferentes procesos que deben realizarse cuando se construye paz, 

especialmente, en la obra Construyendo paz. Reconciliación sostenible en sociedades divididas 

(1998), en la que habla de la gran confusión y complejidad que existe en las sociedades que se 

encuentran divididas por la violencia, puesto que, la construcción de paz implica que se deben 

cambiarse los acercamientos típicos y tradicionales y llevarse a cabo cambios en la construcción 

de paz. Sin embargo, considera que existe mucho antagonismo en estas sociedades permeadas 

por la violencia, que constituye un impedimento para que puedan ser efectivas y que puedan 

coexistir herramientas con las que se aborden y sacudir dicho antagonismo, que se relaciona con 

una repartición y distribución de poder entre los actores que hacen parte del conflicto, quienes 

tienen la percepción de que es escaso y muy insuficiente. Entonces, el autor para buscar una 

solución a esta situación propone la búsqueda de nuevos y transformadores mecanismos para 



30 
 

solucionar los problemas que se han esbozado. En la solución que plantea el autor, considera que 

deben existir límites al poder del Estado, que suele ser una parte más de la violencia, y 

reparación de las relaciones de poder y sociales. Lo que debe llevar y converger en un proceso de 

construcción de paz integral que impacte en todos los elementos de una comunidad política; por 

lo tanto, esta construcción de paz lleva tiempo y demanda cuatro fases específicas: i) 

Intervención en la crisis: quiere decir, que haya una acción rápida en las consecuencias de la 

violencia; ii) Preparación y formación: organizar y proyectar a corto plazo para atenuar y 

disminuir las secuelas inmediatas de la violencia; iii) Diseño del cambio social: es un proceso de 

cambio que puede ser pactado por un período de diez años consecutivos para poder realizar las 

reformas sociales; iv) Sistema/relación: Objetivos y definición: lograr y obtener una cultura de 

paz que beneficie a las generaciones futuras. 

 Concluyendo, de acuerdo con lo planteado por John Paul Lederach (1998), el proceso de 

construcción de paz debe tocar problemas y escenarios complejos y complicados que necesitan 

un modelo de acercamiento individual. En otras palabras, que de una manera total e íntegra se 

puedan entender los diversos elementos que ocasiona la violencia, así como sus resultados y 

secuelas, que puedan ser conocidos y tratados de manera apropiada y correcta. Todo esto, porque 

la construcción de paz es un proceso global, en el que debe involucrarse todos los actores que 

participan en el conflicto. Este autor, identifica tres tipos de participantes de acuerdo con el 

proceso y la toma de decisiones políticas y la posición que ocupan en el liderazgo: alto, medio y 

de base. Todos los partícipes presentan características distintas, pero, muy importantes para 

llevar a cabo el proceso de construcción de paz. La finalidad de acuerdo con el autor es conseguir 

la reconciliación, cuando llega el momento en que las heridas sociales sanan y se puede obtener 

una cultura de paz plena. 
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5.3 Marco conceptual 

  

 Entre los términos conceptuales utilizados en el desarrollo de la investigación, se encuentran:  

 La vulnerabilidad que, en ciencias aplicadas, se toma como una medida de la sensibilidad 

como característica y la exposición que se refiere a las circunstancias de una persona o un grupo 

frente a una amenaza, y se incluye la recuperación producto del hecho que causó el daño, es 

decir, que depende de los elementos que han surgido de la situación planteada o la condición ya 

sea de una persona o de un grupo (Estupiñán-Silva, 2014). 

 Por su parte, el concepto de conflicto armado en el país se entiende como el que ha provocado 

una violencia directa, con violaciones graves de los derechos humanos y de los principios del 

Derecho Internacional Humanitario – DIH, y en el que se ha utilizado fuerza armada entre los 

participantes, siendo su carácter no internacional de acuerdo con lo señalado en el artículo 3º de 

los Convenios de Ginebra de 1949 y el artículo 1º del Protocolo Adicional II (Calderón Rojas, 

2016). 

 En este sentido, desplazamiento forzado de la población civil, se refiere a las graves secuelas 

que ha traído en este caso del conflicto armado colombiano, puesto que, se convirtió en una 

manifestación que ha expresado la población, debido a los actores armados que participan en él, 

ya que han existido disputas territoriales, y pasó a ser una estrategia para conseguir los fines de 

los grupos armados, utilizando a la población civil, sobre todo familias campesinas, a las que 

obligan a abandonar sus localidades de origen y deben enfrentar la supervivencia cuando son 

involucrados en el conflicto (López Jaramillo, 2005). 

 Mientras que las víctimas del conflicto armado se constituyen en las personas bien sea 

individuales o colectivas, que han soportado un daño directo/indirecto, individual/colectivo, 

físico/moral, personal/institucional provocado por el conflicto armado interno y debe realizarse 
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un reconocimiento diferencial de acuerdo con lo que han coexistido personas o grupos teniendo 

en cuenta sus vulnerabilidades más notorias (Comisión de la Verdad, s.f.). 

 Asimismo, el Índice global de restablecimiento social y económico, se refiere a la herramienta 

con la que se medirá el nivel de avance que han tenido las personas víctimas de desplazamiento 

forzado cuando se realiza el proceso de superación de su vulnerabilidad, como también, para 

focalizar y priorizar la oferta con la que se pueda garantizar de manera efectiva, los derechos a 

salud, educación, identificación, vivienda, generación de ingresos, alimentación y reunificación 

familiar (Departamento Nacional de Planeación, Resolución 2200, 2018, pág. 4). 

 En cuanto, a la Superación de la situación de vulnerabilidad de las víctimas desplazadas, que 

se encuentran incluidas en el Registro Único de Víctimas – RUV, con el fin de determinarla, se 

tienen en cuenta los derechos siguientes: identificación, salud, atención psicosocial, educación, 

alimentación, vivienda, reunificación familiar y generación de ingresos. Con el fin de aplicarlos, 

los no hayan sido evaluados y en los que la persona no cumplía el criterio, se evaluarán 

periódicamente. Igualmente, si la persona después de la última evaluación se ve inmersa en un 

nuevo desplazamiento, entonces, se evaluarán todos los derechos (Departamento Nacional de 

Planeación, Resolución 2200, 2018, pág. 4). 

 En lo concerniente a la pobreza multidimensional, la CEPAL (2017), dice que es cuando las 

personas simultáneamente se encuentran privadas de bienestar en diferentes dimensiones, es 

decir, que sufren privaciones diferentes a igual tiempo y se mide utilizando diversas variables, 

que por lo general son distintas al ingreso, de todas formas, depende el método que se utiliza en 

cada país para medirla. En Colombia, el Índice de Pobreza Multidimensional – IPM, se 

fundamenta en el método de Alkire & Foster y fueron seleccionado los indicadores y 
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dimensiones seleccionados partiendo de los objetivos y metas que fueron escogidos. El DANE es 

el organismo colombiano que ha realizado en los últimos años el cálculo. 

 En tal virtud, violencia estructural, es en la que surgen situaciones que producen daños a las 

necesidades humanas básicas tales como la supervivencia, la libertad, el bienestar o la identidad, 

en las que por lo común existe un grupo privilegiado y otro vulnerado, que de manera regular son 

caracterizados en términos de clase, raza o género. Así pues, cuando se presenta violencia directa 

del grupo privilegiado que busca reafirmar su posición o el grupo vulnerado quiere cambiar su 

situación, y para comprender estas situaciones de violencia, es importante entender esta violencia 

estructural. Se puede presentar a nivel de los países o globalmente, como, por ejemplo, ha 

sucedido con el capitalismo, que en su versión neoliberal ha llevado un aumento en la 

desigualdad entre países (Cabrera, 2018). 

 Por otro lado, la paz positiva, de una manera simple se refiere a eliminar la guerra como una 

situación no deseada, o defender ‘nosotros’ frente a la amenaza de ‘otros’. Sin embargo, la 

dimensión directa que tiene se resume en el principio de la ausencia de confrontaciones o actos 

de ruina o destrucción de unos hacia otros. La dimensión estructural de ella se encuentra 

relacionada a la atención de las necesidades básicas, como tener comida suficiente, vivienda 

adecuada y digna, atención médica, relaciones tranquilas y en paz en la comunidad, trabajo que 

no explote a la persona, educación básica etc. (Lederach, 2000). También, que haya desarrollo 

personal, relaciones que permitan el apoyo mutuo que envuelve la concepción de la paz como un 

equivalente de justicia social. Por ello, es muy importante que exista una correspondencia en las 

relaciones y comunicaciones concernientes a la distribución, control y vigilancia de los recursos 

naturales, humanos, sociales e institucionales. Y no hay paz positiva, sí, se presentan relaciones 

en las que haya dominio, desigualdad y no correspondencia, ni cooperación y no se encuentren 
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en un conflicto abierto; o también, haya injusticias y las necesidades humanas primordiales 

humanas básicas como bienestar, libertad, identidad y sobrevivencia no sean atendidas, no habrá 

paz; así las agresiones no se presenten directamente entre los seres humanos (Ramos Muslera, 

2016a). 

 Siguiendo con la paz se encuentra la paz negativa, que es la que instituye una relación directa 

entre ella con el hecho de no existir enfrentamientos armados, esto es, que, entre dos o más seres 

humanos, no haya una violencia directa y expresa. En este sentido, la paz negativa pasa a ser un 

instrumento que justifica las estrategias y maniobras que se necesiten, entre las que cuenta 

incluso la guerra, para mantener el orden y el control sociopolítico frente a las intimidaciones 

internas y externas. Y es precisamente, Lederach (2000), quien esquematiza el concepto de paz 

negativa: i) paz como un concepto limitado y negativo: tomado como la no existencia de 

violencia o un estado tiempo de no-guerra; ii) paz como un concepto propio del orden y la 

defensa de nosotros frente a los otros: cuando hay amenaza del desorden, el caos y la anarquía 

será enfrentado por el orden, el control e imperio de la ley; iii) paz como un concepto 

profundamente conectado al pactum romano (compromiso o arreglo): autoridad, dominio interior 

y una dinámica y fuerte preparación militar exterior y iv) Estado-nación: como el patrocinador y 

tutor de la paz, asegurador de la unidad y el orden a través de estrategias militares y jurídicas 

(Ramos Muslera, 2016b). 

 Por otra parte, el desarrollo humano es el proceso por el cual se amplían las opciones y 

capacidades de los seres humanos, ofreciendo como resultado que se mejoran las condiciones de 

vida, la salud, la educación y el acceso a los recursos con lo que se puede obtener una vida digna. 

El ámbito del desarrollo humano comprende la participación, la seguridad, la sostenibilidad, las 

garantías de los derechos humanos, que permiten que el ser humano sea creativo y productivo 
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para conseguir o lograr el respeto por sí mismo, favorecido y con la sensación de pertenencia a 

una comunidad; en sí, el desarrollo humano está dirigido hacia, para y por la gente. Asimismo, 

existe el crecimiento económico, pero, hay un énfasis en que el crecimiento debe ser evaluado en 

función de que, con él, las personas puedan tener una realización personal cada vez mejor, por 

ello, debe haber una relación positiva entre crecimiento económico y las opciones de las 

personas (Dubois, s.f.). 

5.4 Marco legal  

  

 Se presentan a continuación aspectos legales que competen a los índices de superación de 

vulnerabilidad de las víctimas desplazadas del conflicto armado: 

 Ley 1448 de junio 10 de 2011 

 Que contiene medidas de atención, asistencia y reparación integral dirigidas a las víctimas del 

conflicto armado colombiano. En el artículo 67, dice que el Gobierno Nacional se encargará de 

construir los criterios mediante los cuales se pueda fijar que ha terminado la situación de 

vulnerabilidad y debilidad manifiesta, a causa del desplazamiento, teniendo en cuenta los 

indicadores de goce real de los derechos de atención integral, que jurisprudencialmente fueron 

determinados. También, los artículos 67 y 68, señalan que la condición de vulnerabilidad y la 

debilidad manifiesta de quienes son víctimas del desplazamiento forzado terminará, en el 

momento en que puedan obtener las personas, el goce efectivo de sus derechos y que los 

componentes de la atención integral de la política pública de prevención, protección y atención 

integral se encuentren disponibles para las víctimas, como también, su evaluación. 

 Decreto 1084 de mayo 26 de 2015 o Decreto Único Reglamentario del Sector de Inclusión 

Social y Reconciliación 
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 Que agrupó las normas reglamentarias en lo concerniente a la superación de la situación de 

vulnerabilidad de las víctimas de desplazamiento forzado en la Sección 5 del Capítulo 5 del 

Título 6 de la Parte 2 del Libro 2. Estas normas se encontraban incluidas en: i) Decreto 4800 de 

diciembre 20 de 2011, que reglamenta la Ley 1448 de 2011; ii) Decreto 2569 de diciembre 12 de 

2014, que reguló los artículos 182 de la Ley 1450 de 2011, 62, 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley 1448 

de 2011, modifica los artículos 81 y 82 del Decreto número 4800 de 2011 y se deroga el inciso 2º 

del artículo 112 del Decreto número 4800 de 2011. 

 También, el artículo 2.2.6.5.5.2 del mencionado Decreto señala que la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Departamento Nacional de 

Planeación realizarán el planteamiento de los criterios técnicos para valorar la condición de 

vulnerabilidad y debilidad manifiesta, por medio de los indicadores de satisfacción efectiva de 

derechos esenciales y restitución y recuperación económica y social. 

 Igualmente, el inciso 2º del artículo 2.2.6.5.5.3 del Decreto 1085 de 2015, estipula que tendrá 

como fundamento la evaluación de la superación de la situación de vulnerabilidad, en aplicar, el 

índice global de restablecimiento social y económico, que fue incorporado conjuntamente por la 

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Departamento Nacional de 

Planeación. 

 El citado Decreto, en su artículo 2.2.6.5.5.5, establece que es superada la situación de 

vulnerabilidad, de una persona víctima de desplazamiento forzado, cuando ha conseguido una 

estabilización socioeconómica, tomando en cuenta la medición que se haga de los derechos a la 

identificación, salud que incluye la atención psicosocial, educación, alimentación, generación de 

ingresos con acceso a tierras siempre y cuando sea aplicable, vivienda y reunificación familiar, 
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de acuerdo a los criterios manejados por el Índice Global de Restablecimiento Social y 

Económico, bien sea, por la intervención del Estado o por los propios medios de las personas. 

 Resolución 01126 de diciembre 7 de 2015 

 La que permite la adopción de los criterios técnicos de evaluación de la superación de la 

situación de vulnerabilidad y el Índice Global de Restablecimiento Social y Económico referente 

a las víctimas que han padecido desplazamiento forzado en el país. Fue derogada 

 Resolución 2200 de agosto 6 de 2018 

 Con esta resolución, se derogó la Resolución No. 01126 de 2015, modificando y adoptando 

los criterios técnicos de evaluación de la superación de la situación de vulnerabilidad de las 

víctimas de desplazamiento forzado y el Índice Global de Restablecimiento Social y Económico. 

 Resolución 1035 de junio 14 de 2022 

 En el artículo 6º de esta resolución se derogó la Resolución número 2405 de diciembre 31 de 

2021 y adoptó el Plan Decenal de Salud Pública 2022-2031 con los capítulos diferenciales: 

indígena para los pueblos y comunidades indígenas de Colombia, población víctima de conflicto 

armado, el pueblo Rrom y la población negra, afrocolombiana, raizal y palenquera. 

 En este orden de ideas, la Corte Constitucional en el año 2004 emitió la Sentencia T-025, en 

la que declaró la existencia de un estado de cosas inconstitucional en lo concerniente al 

desplazamiento forzado y dio distintas órdenes enfocadas a garantizar los derechos 

fundamentales de las víctimas para que tuviesen una atención integral en salud. Igualmente, 

debía diseñarse e implementarse una Política de Atención Integral a la Población Desplazada, en 

la que hubiese participación de comunidades desplazadas. Con esta sentencia, la Corte empezó a 

emitir varios Autos, con órdenes concretas y definidas acerca de la población que se encuentra 

desplazada y entre ellos están: 
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 Auto 185 de diciembre 10 de 2004: se refiere a los mínimos de atención de la población 

desplazada y los niveles de cumplimiento. 

 Auto 176 de agosto 29 de 2005: con el fin de implementar las políticas de atención para la 

población desplazada se hizo necesario un esfuerzo presupuestal y se debía continuar avanzando 

con él. 

 Auto 177 de agosto 29 de 2005: no existía suficiente coordinación de los esfuerzos 

presupuestales de las entidades territoriales y de la capacidad institucional con el fin de evaluar 

los resultados. 

 Auto 178 de agosto 29 de 2005: en el que se encontró la Corte con incumplimiento en 

distintos niveles de los entes responsables y, por ende, permanencia del estado de cosas 

inconstitucional en cuanto al desplazamiento forzado. 

 Auto 218 de agosto 11 de 2006: presentación de datos que no correspondían a la realidad y la 

Corte pidió constatar el cumplimiento de las órdenes de los Autos 176, 177 y 178 de 2005. Tomó 

medidas para corregir las políticas públicas de atención para la población en condición de 

desplazamiento. 

 Auto 200 de agosto 13 de 2007: adopción de medidas de protección competentes y 

adecuadas para proteger a líderes/lideresas y representantes de la población desplazada, 

incluyendo los casos identificados. 

 Auto 092 de abril 14 de 2008: ordenó la Corte que se crearan programas y medidas de 

protección a los derechos fundamentales de las mujeres víctimas de desplazamiento forzado. 

 Auto 116 de mayo 13 de 2008: ordenó la Corte crear un conjunto de indicadores de resultado 

consolidada de goce cierto y positivo de los derechos de la población en situación de 

desplazamiento. 
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 Auto 237 de septiembre 19 de 2008: exigencia de la Corte para el cumplimiento de medidas 

de protección para los derechos fundamentales de las mujeres víctimas de desplazamiento 

forzado. 

 Auto 251 de octubre 6 de 2008: ordenó la Corte que se creara un programa de protección 

diferencial respecto a la protección de los derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes víctimas del conflicto armado. 

 Auto 004 de enero 26 de 2009: la Corte ordenó un programa de garantía de los derechos de 

las personas y los pueblos indígenas, planes de salvaguarda étnica y que la fiscalía general de la 

nación debía adoptar medidas para evitar la impunidad de estos pueblos desplazados o en riesgo 

de desplazamiento. 

 Auto 005 de enero 26 de 2009: fue emitido con el fin de proteger los derechos fundamentales 

de las comunidades afrocolombianas. 

 Auto 006 de enero 26 de 2009: ordenó que se adoptaran medidas de protección de los 

derechos fundamentales de las personas en condición de discapacidad afectadas por el 

desplazamiento forzado. 

 Auto 007 de enero 26 de 2009: ordenó la Corte medidas de coordinación interinstitucional y 

tomó medidas de seguimiento y evaluación a este proceso. 

 Auto 008 de enero 26 de 2009: permanecía el estado de cosas inconstitucional en lo 

concerniente al desplazamiento interno y ordenó una serie de correctivos. 

 Auto 009 de enero 26 de 2009: por incumplimiento de parte de las autoridades, ordenó la 

Corte medidas de protección a algunos líderes e integrantes de la Liga de Mujeres Desplazadas. 

 Auto 011 de enero 26 de 2009: ordenó correctivos y tomar medidas para solucionar 

problemas que se referían al registro y caracterización de la población víctima. 
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 Auto 266 de septiembre 1º de 2009: realizó la Corte observaciones y recomendaciones en 

cuanto al registro de la población desplazada y realizó cuestionamiento en la labor de 

coordinación. Además, debía existir una coordinación interinstitucional del Sistema Nacional de 

Atención Integral a Población Desplazada. 

 Auto 314 de octubre 29 de 2009: construcción de fórmulas y toma de medidas en la 

coordinación Nación – territorio y citas para realizar sesiones técnicas. 

 Auto de mayo 18 de 2010: adopción de medidas cautelares para proteger las comunidades 

afrocolombianas de las cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó situadas en el departamento 

de Chocó. 

 Auto 382 de diciembre 10 de 2010: la Corte ordenó medidas de protección especial y 

efectuar planes de salvaguarda para proteger las comunidades indígenas Hitnú o Macaguán en el 

departamento de Arauca. 

 Auto 383 de diciembre 10 de 2010: ordenó tomar medidas y evaluar el comportamiento de 

las medidas de coordinación y corresponsabilidad. 

 Auto 174 de agosto 9 de 2011: con esta providencia se ordenó que se tomaran medidas 

cautelares con urgencia con el fin de proteger a la comunidad Awá de los departamentos de 

Nariño y Putumayo. 

 Auto 219 de octubre 13 de 2011: ordenó que se tomaran medidas con las que se pudiera 

garantizar la continuidad para proteger los derechos fundamentales de la población víctima de 

desplazamiento forzado en el nuevo marco institucional. 

 Auto 045 de marzo 7 de 2012: cumplimiento de las órdenes para proteger a las comunidades 

afrocolombianas de las cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó en el departamento del 

Chocó y garantizar la seguridad individual y colectiva de estas comunidades. 
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 Auto 112 de mayo 18 de 2012: ordenó la toma de medidas dirigidas a la protección del 

proceso de restitución y retorno a los territorios colectivos habitados por las comunidades 

afrocolombianas de las cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó. 

 Auto 116A de mayo 24 de 2012: ordenó que se tomarán medidas para asegurar que hubiese 

una mejor coordinación presupuestal y de planeación entre la Nación y las entidades territoriales 

en cuestiones de política de vivienda para las personas víctimas de desplazamiento forzado 

interno. 

 Auto 173 de julio 23 de 2012: ordenó medidas urgentes con el fin de proteger a los pueblos 

indígenas Jiw o Guayabero y Nükak de los departamentos del Meta y Guaviare. 

 Auto 299 de diciembre 18 de 2012: ordenó tomar medidas que garantizaran el proceso de la 

restitución y retorno de los territorios colectivos de las comunidades afrocolombianas de las 

cuencas de los ríos Curvaradó y Jiguamiandó en el departamento del Chocó. 

 Auto 098 de mayo 21 de 2013: ordenó protección y atención para las mujeres desplazadas 

líderes y las que trabajan por las víctimas del conflicto armado interno. 

 Auto 099 de mayo 21 de 2013: en esta providencia se refiere a la ayuda humanitaria para la 

población desplazada en el marco institucional de la Ley 1448 de 2011. 

 Auto 119 de junio 24 de 2013: con esta providencia la Corte realizó seguimiento a las 

acciones llevadas a cabo por el Gobierno Nacional, para superar el estado de cosas 

inconstitucional, relacionado con el componente de registro y dictó medidas con las que se puede 

mejorar la atención a la población desplazada. 

 Auto 234 de octubre 22 de 2013: realizó una solicitud al Gobierno Nacional para que le 

informara acerca del cumplimiento de las órdenes impartidas en los Autos 005 de 2009 y 119 de 

2013, en el municipio de Buenaventura – Valle del Cauca. 
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 Auto 073 de marzo 27 de 2014: dice la Corte que las medidas de prevención, protección y 

atención de las comunidades afrodescendientes en riesgo y víctimas del desplazamiento forzado 

de la región Pacífica del departamento de Nariño fueron desconocidas y continúan en el marco 

del estado de cosas inconstitucional que fue declarado en la Sentencia T-025 de 2004, como 

tampoco lo ordenado en el Auto 005 de 2009. 

 Auto 173 de junio 6 de 2014: realizó la Corte un seguimiento a las órdenes manifestadas por 

la Corte Constitucional en el Auto 006 de 2009, acerca de proteger a las personas con 

discapacidad que se encuentran en situación de desplazamiento, y se adoptan decisiones 

determinadas para que se puedan cumplir dichas órdenes. 

 Auto 009 de enero 27 de 2015: se adoptan medidas de protección, atención y acceso a la 

justicia a las mujeres, víctimas de violencia sexual como un riesgo de género, llevada a cabo por 

actores armados del conflicto armado interno. 

 Auto 373 de julio 19 de 2016: la Corte le solicitó información al Gobierno Nacional acerca 

de la muerte de una de las mujeres que se encontraban protegidas en el anexo reservado del Auto 

009 de 2015 y exigió una comprobación exacta y precisa del cumplimiento de las órdenes 

impartidas en el Auto 009 de 2015. 

 Auto 331 de junio 20 de 2019: le ordenó la Corte al Departamento Nacional de Planeación, 

al director de la Unidad para las Víctimas, remitiera a la Sala Especial los indicadores de goce 

efectivo de los derechos de la población desplazada, en el marco del seguimiento a la superación 

del estado de cosas inconstitucional declarado en la Sentencia T-025 de 2004. 

 Auto 360 de julio 10 de 2019: la Corte ordenó citar a sesión técnica en el marco del 

seguimiento para cumplir lo mandado en la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos 

complementarios en cuanto al desplazamiento forzado. 
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 Auto 756 de octubre 12 de 2021: la Corte Constitucional, le exigió al Gobierno Nacional, 

información acerca de los avances en la superación del estado de cosas inconstitucional y el 

informe en respuesta a la Sentencia SU-016 de 2021, como también la información del CONPES 

4031 de 2021 y que todos estos documentos fuesen trasladados a los órganos de control y 

acompañantes permanentes del proceso. 

 Auto 811 de octubre 22 de 2021: la Corte, realizó una valoración acerca de la continuación 

en las medidas de atención y asistencia, como también, garantizar el principio de igualdad y no 

discriminación de la población en situación de desplazamiento, en cuanto a programas sociales y 

medidas de reactivación económica que fueron tomadas durante la pandemia del Covid-19. 

 Auto 214 de febrero 28 de 2022: realizó la Corte una solicitud de medida cautelar y reanudar 

la declaración de estados de cosas inconstitucional en lo referente a la participación de víctimas 

de desplazamiento forzado y supuesta y probable ausencia y abandono de protocolos de 

participación étnicos. 

5.5 Marco contextual 

  

 En Colombia se ha vivido una tradición de violencia que viene desde los años cincuenta, a la 

que se le agregó guerrilla, narcotráfico y paramilitares. El Valle del Cauca ha sido un 

departamento en el que se han manifestado diversas formas del conflicto armado. Y el municipio 

de Bugalagrande, que se encuentra situado en la subregión centro-oriente de este departamento, 

no ha sido ajeno a los hechos de violencia. Así fue como las FARC estuvieron presentes desde 

comienzos de la década de los años ochenta, hasta el año 1999 que llegaron los paramilitares 

representados en el Bloque Calima. En la época en que fue desarticulado el Cartel de Cali y hubo 

rediseño de las redes de narcotráfico regionalmente, se le agregó la expansión de la FARC en 

cuanto a territorio se refiere, lo que llevó a que se fortaleciera esta guerrilla (el Frente 6) en la 
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zona de la Cordillera Central, así que extendió su zona de operaciones en conjunto con las 

Compañías Alonso Cortés y Víctor Saavedra y combatiendo ante el Movimiento Jaime Bateman 

Cayón este territorio. En este sentido, la zona de ladera de Bugalagrande ha sido 

tradicionalmente un territorio que ha servido para que se puedan mover otras guerrillas como el 

ELN y el Movimiento Jaime Bateman Cayón, las que se trasladaban por el norte a los municipios 

de Buga, Tuluá y Sevilla y los departamentos de Quindío y Tolima; mientras que hacia el sur se 

dirigían a los municipios de Cerrito, Palmira, Pradera, Florida y el norte del departamento del 

Cauca (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2018a). 

 A su vez, los grandes propietarios y ganaderos, en Bugalagrande, fueron extorsionados por las 

FARC; sin embargo, los medianos y pequeños propietarios que se dedicaban a la agricultura no 

fueron tan afectados por el pago de ‘vacunas’. En este contexto, en el que existían 

organizaciones de narcotraficantes en el norte del Valle del Cauca y las FARC que se 

encontraban en la Cordillera Central, la zona de ladera del municipio se convirtió en un sitio 

valioso para los fines del Bloque Calima, ya que permitía que se pudieran abastecer y preparar 

operaciones en municipios vecinos como Tuluá. Además, esta zona de ladera fue muy 

importante para este Bloque, por su posición estratégica. 

 En tal virtud, en Bugalagrande, se pudieron identificar dos aspectos notorios en los 

testimonios de las víctimas: i) pérdida y saqueo de los recursos de las familias campesinas con lo 

que podían tener un sustento diario y ii) su sistema productivo que se fundamentaba en la 

agricultura cafetera fue debilitado, ya que, cuando el Bloque Calima ejerciendo violencia pudo 

tener un dominio territorial (apoyado en el control de la población), se lucró y despojó de sus 

bienes y recursos a la comunidad. Siendo sus principales acciones delictivas: i) retención y 

confiscación ilegal de los bienes civiles y cometió infracciones al Derecho Internacional 
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Humanitario al cometer estas acciones; ii) afectó al derecho a la propiedad privada, a una 

apropiada alimentación y a una vivienda digna. 

 En este sentido, el grupo paramilitar Bloque Calima, ejecutó acciones violentas en un tiempo 

o en una etapa en el que la economía cafetera estaba en un proceso de debilidad, que era el 

sistema productivo más importante, que se había iniciado en la década de 1990. La caficultura 

para los habitantes no solo tenía una importancia económica, sino también simbólica y social, 

puesto que las personas cuando ofrecen sus testimonios recuerdan con nostalgia la bonanza 

cafetera que significó para ellos, mejores épocas; ya que esta labor, dinamizó la actividad 

comercial y laboral, significando el sustento económico para quienes cultivaban café en fincas 

familiares de extensión pequeña y mediana. 

 Por otra parte, al presentarse un debilitamiento socioeconómico regional, debido a la violencia 

y accionar ejercido por los paramilitares, llevó a que los habitantes de la ladera en Bugalagrande, 

sufrieran desplazamiento forzado de 4.099 personas según el RUV, entre los años 1999 y 2004, 

que correspondía al 18% de la población, debido a que muchos integrantes de este Bloque 

Calima habían tomado la decisión de ocupar las viviendas y fincas, así los dueños las estuvieran 

ocupando; por este motivo, algunos habitantes decidieron desplazarse a otros sitios, para proteger 

sus vidas y evitar señalamientos, tales como que eran colaboradores de los paramilitares (Centro 

Nacional de Memoria Histórica, 2018b). 

 Igualmente, el Bloque Calima, se apoderó y utilizó de manera indebida bienes civiles, y en 

general el sistema de producción local, fue utilizado como base para el sostenimiento operacional 

de este Bloque, de una forma nociva y perjudicial. Esta estructura paramilitar nunca buscó el 

respaldo social de los habitantes, y únicamente, la sometió y se aprovechó de la comunidad, de 

una manera violenta para sus fines. Por consiguiente, el desplazamiento forzado, la afectación al 
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comercio local, arrebatar los bienes civiles, llevó a que se afectara el uso y tenencia de la tierra., 

porque el despojo y abandono de las tierras aumentó. 

 En este orden de ideas, el dominio territorial que desplegó el Bloque Calima llevó a que se 

presentaran ciertos tipos de victimización que fueron practicadas para controlar a la población, 

entre las que se cuentan: i) ocupación ilícita de viviendas y fincas; ii) acciones para restringir la 

circulación de personas y bienes, como retenciones ilegales. Así, este tipo de acciones violentas 

causaron daños inmateriales, puesto que, hubo una afectación moral y psicosocial de los 

habitantes de la ladera de Bugalagrande, cuando su cotidianidad en su vida privada y pública se 

vieron alteradas por la llegada y ocupación de este bloque paramilitar. Este grupo paramilitar se 

trasladó a otros municipios del centro del Valle del Cauca, y practicó otras modalidades de 

victimización como asesinatos contra sindicalistas, líderes campesinos, organizaciones sociales, 

amenazas y persecución de líderes sindicales y comunitarios, lo que provocó desplazamiento 

forzado, ya que, su propósito era acabar con la capacidad de organización del municipio y que no 

hubiese liderazgo local, con el argumento de que estas manifestaciones de las comunidades era 

realmente para ofrecer apoyo a la insurgencia. 

 De acuerdo con lo anterior, la investigación se encuentra ubicada en el municipio de 

Bugalagrande – Valle del Cauca, siendo un municipio receptor de desplazados por el conflicto 

armado en Colombia, como lo fue cuando los grupos de guerrilla y paramilitares llegaron a la 

región. También, por enfrentamientos entre grupos y/o pandillas ilegales, por control del 

microtráfico de sustancias ilegales, disputas por territorios, etc., y por sus condiciones físicas, 

económicas y sociales generan vulnerabilidad, ya que tienen limitado acceso a vivienda, a 

servicios públicos, y se genera falta de empleo y marginación. Esta situación que se menciona se 

vive en el municipio de Bugalagrande, puesto que las personas desplazadas deben de manera 
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ineludible conseguir vivienda y lo hacen en sectores de bajos ingresos, porque sus condiciones 

económicas así lo ameritan, lo que origina nuevos riesgos sociales para las personas y su grupo 

familiar. También, existe falta de ofertas laborales, es insuficiente la oferta institucional de 

proyectos productivos, entre otras actividades y acciones que pueden ayudar a los desplazados. 
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6. Metodología 

 

6.1 Tipo de investigación 

  

 La investigación fue sociojurídica, dado que se estudió una realidad social, como lo es el 

desplazamiento de víctimas del conflicto armado, que impacta la sociedad, y por medio del 

Derecho, se busca transformar estos acontecimientos sociales (Mariño Rojas, 2011), 

específicamente en el municipio de Bugalagrande. 

 Se realizó un análisis descriptivo con un enfoque cuantitativo, puesto que los estudios 

descriptivos según Hernández Sampieri, Fernández-Collado, Baptista Lucio (2006), se refieren a 

la descripción de situaciones, sucesos y hechos de un fenómeno, tratando de especificar 

propiedades, características de diversas personas, grupos, comunidades por medio de un estudio o 

análisis. Y respecto al enfoque cuantitativo, los autores mencionados afirman que se usa la 

recolección y el análisis de datos, con los que se puede realizar una medición numérica, utilizando 

generalmente estadística para determinar el comportamiento de una población específica. 

 De acuerdo con lo anterior, en la investigación se describió la manera en que se realizó la 

medición del comportamiento de los índices de Superación de la Situación de Vulnerabilidad, 

específicamente de las personas víctimas de desplazamiento, en el municipio de Bugalagrande, 

entre los años 2018 al 2022. 

6.2 Población y muestra 

 

6.2.1 Área de estudio 

  

 Municipio de Bugalagrande – Valle del Cauca – Colombia. 
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6.2.2 Población y muestra 

  

 La población objeto de estudio fueron las personas desplazadas por el conflicto armado 

colombiano, que llegaron buscando refugio al municipio de Bugalagrande. 

6.3 Técnicas para obtener la información 

 

6.3.1 Información primaria  

  

 Como técnica para recolectar la información, se utilizó un derecho de petición dirigido a la 

Secretaría de Gobierno del municipio de Bugalagrande, con el que se obtuvo los datos referentes 

a la población desplazada que llegó al municipio. Se realizaron cuadros y gráficos con los 

correspondientes análisis. 

6.3.2 Información secundaria 

   

 Se hizo revisión bibliográfica en cuando a los factores, reglas que intervienen en la 

Superación de la Situación de Vulnerabilidad de las personas que han sido desplazadas, por 

medio de documentos, libros, informes, ponencias, resoluciones, leyes, etc. Información que se 

organizó por medio de fichas de resumen, en las que se escribieron ideas principales y 

secundarias y en las que se consignaron los siguientes ítems: Ficha bibliográfica número, autor, 

título del documento, año de publicación, ubicación (institución universitaria, entidad) y se 

procedió a organizar los capítulos que hacen parte de la monografía. 
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7. Resultados obtenidos 

 

7.1 Descripción de la manera en que a las víctimas del conflicto armado residentes en el 

municipio de Bugalagrande se les ha garantizado sus derechos. 

 

7.1.1 Particularidades o peculiaridades de tipo general sociodemográficas del municipio de 

Bugalagrande y de la población desplazada que llega a él 

  

 A.- Descripción física y geográfica del municipio de Bugalagrande 

 Se encuentra Bugalagrande situado a 944 metros sobre el nivel del mar. Se extiende desde la 

margen derecha del río Cauca hasta la Cordillera Central. Cuenta con una extensión de 374 km2 

y una temperatura media de 25ºC. Sus límites son: al norte con los municipios de Zarzal y 

Sevilla; al sur con Andalucía; al oriente con el río Bugalagrande que es utilizado como límite con 

Tuluá; al occidente con el río Cauca que usa como límite con los municipios de Riofrío y 

Bolívar. Entre las principales actividades económicas se encuentran la agricultura con cultivos de 

caña de azúcar, café, algodón, sorgo, banano, maíz y piña. También labores de ganadería, 

comercio, pequeños productores agrícolas y está la multinacional Nestlé de Colombia S.A. La 

población se encuentra en un 53% localizada en la zona urbana y el 46% en la zona rural con 

unas características de territorio intermedia, que apunta a una lenta separación del entorno rural. 

Figura 1 

Situación del municipio de Bugalagrande en Colombia y el departamento del Valle del Cauca 
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Nota. Adaptado de Alcaldía de Bugalagrande. (2020-2023). Plan de Acción Territorial para la 

Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado Interno. 

Vigencia 2020 – 2023. Bugalagrande – Valle del Cauca. 

 B.- Población víctima atendida en el municipio de Bugalagrande 

 El municipio ha atendido diversas personas víctimas del conflicto armado y entre ellos hubo 

un grupo de indígenas pertenecientes a la comunidad Embera-Chamí que procedía del municipio 

de Quimbaya – municipio de Quindio, que fue ubicada en zona rural mediante la figura de la 

reubicación por medio de la compra de predios rurales. Esta comunidad venía desplazada de su 

territorio de origen que se encontraba en el sector del alto del río San Juan – Pueblo Rico – 

Risaralda, por el conflicto armado. Ellos empezaron a llegar a partir del año 2018 para un total 

de 137 personas en un proceso irregular que en muchas ocasiones ha llevado a que sean 

revictimizados, que muestra las situaciones difíciles por las que atraviesan las personas 

desplazadas. 

 Ahora bien, uno de los principales hechos victimizantes está constituido por el 

desplazamiento forzado, que tomando en cuenta el tamaño y la estructura de la población 
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permite definir las políticas públicas e implementar programas sociales. Se toma en cuenta las 

principales características como: tamaño, género, crecimiento, distribución por edades y 

localización y el territorio, con lo que se determina el crecimiento económico y el desarrollo 

humano y así garantizar los derechos fundamentales a la vida, la integridad, la libertad y 

seguridad personal en todo momento. 

 Asimismo, el Índice de Presión (IP) que se refiere al impacto que tiene la población víctima 

entre el total de la población del municipio, al encontrarse alto, como es el caso del municipio de 

Bugalagrande obliga a que la administración municipal establezca una priorización con respecto 

a la población víctima con programas de seguridad y los sociales que comprende educación, 

salud, saneamiento básico, atención humanitaria, seguridad alimentaria y generación de ingresos 

(Alcaldía de Bugalagrande, 2020-2023). 

 Por otra parte, entre los componentes de la política pública para atender a la población víctima 

del conflicto armado se encuentran: 

 a.- Protección y prevención  

 El municipio de Bugalagrande tiene la obligación de establecer y adoptar una política pública 

integral y diferencial, con la que pueda tomar medidas en aras de proteger, garantizar y promover 

los derechos humanos de las personas, específicamente las que se encuentren en situación de 

amenaza y crear mecanismos institucionales con los que se evite la repetición de los hechos 

acaecidos. También, el municipio en asociación con la Policía, el Ejército, Fiscalía Local y 

Seccional, Personería, Secretaría de Gobierno, Sijin, realizan invitaciones para que distintas 

instituciones y gremios puedan realizar comités de seguridad para obtener información pronta, 

con la que se puede manejar mejor el orden público y deben estar presentes la Policía, Ejército y 

Alcaldía, y así el ente municipal proporcionar recursos para que haya presencia y seguridad en el 
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territorio. Igualmente, la Policía tiene zonificado por cuadrantes y participan en procesos de 

seguridad alimentaria en zonas rurales del municipio para generar una retroalimentación con la 

comunidad. 

 b.- Atención y asistencia 

 En lo que se refiere a las medidas de asistencia, estas buscan restablecer los derechos de las 

víctimas para tener una vida digna y que se pueda garantizar que se incorporen a la vida social, 

económica y política, por medio de medidas, programas y recursos tanto políticos como 

económicos, sociales, fiscales, etc. Mientras que las medidas de atención se refieren a la 

orientación, información y acompañamiento jurídico y psicosocial para de esta manera conseguir 

el ejercicio de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral. La asistencia y 

atención no es solamente un proceso de remisión, sino que debe efectuarse un esquema de 

seguimiento a las personas para que tengan acceso a la oferta institucional que posea el 

municipio. Se desarrolla un proceso después del hecho victimizante en el que el Ministerio 

Público toma la declaración de la víctima y confirma su estado en el Registro Único de Víctimas 

– RUV. Posteriormente lo remite a la entidad territorial para que se evaluado y se le haga entrega 

del componente de Ayuda y Atención Humanitaria Inmediata. Es igual para todos los casos, por 

consiguiente, las víctimas deben ser acogidas, prestarles orientación y realizar una evaluación de 

las condiciones actuales de vulnerabilidad y carencia. Así de esta manera determinar cuáles son 

los componentes de Atención y Ayuda Humanitaria Inmediata que se les debe entregar a las 

víctimas. 

Figura 2 

Proceso de atención y asistencia en el municipio de Bugalagrande 
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Nota. Adaptado de Alcaldía de Bugalagrande. (2020-2023). Plan de Acción Territorial para la 

Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado Interno. 

Vigencia 2020 – 2023. Bugalagrande – Valle del Cauca. 

 c.- Reparación integral 

 La reparación contribuye para que las víctimas del conflicto armado puedan reconstruir su 

proyecto de vida y ofrecerles una dignificación individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

Bugalagrande brinda apoyo con psicóloga y Comisaría de Familia que se unen con Bienestar 

Familiar para que las víctimas tengan la debida atención. Una vez identificadas las víctimas se 

hace un registro, se evalúa el daño y se implementan los planes. 

Figura 3 

Ruta de atención integral en Bugalagrande 
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Nota. Adaptado de Alcaldía de Bugalagrande. (2020-2023). Plan de Acción Territorial para la 

Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado Interno. 

Vigencia 2020 – 2023. Bugalagrande – Valle del Cauca. 

 Ruta de reparación individual 

 La persona es contactada acerca de la medida de reparación, se hace entrega de documentos 

de reconocimiento y dignificación, acceso a la indemnización, apoyo de los entes municipales y 

la Unidad de Víctimas. 

Figura 4 

Ruta reparación individual 
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Nota. Adaptado de Alcaldía de Bugalagrande. (2020-2023). Plan de Acción Territorial para la 

Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado Interno. 

Vigencia 2020 – 2023. Bugalagrande – Valle del Cauca. 

 d.- Verdad y justicia 

 Se efectúa un reconocimiento a las víctimas, sus familiares y la sociedad en cuanto al derecho 

imprescriptible e inalienable a conocer la verdad de los hechos, los motivos y las circunstancias 

que lo rodearon. Asimismo, se considera que la verdad se puede presentar en dos dimensiones: a) 

judicial: es la lograda mediante procesos judiciales que fueron realizados contra los criminales 

causantes de crímenes crueles y b) histórica o extrajudicial: emanada de las distintas expresiones 

de la sociedad civil como víctimas, academia, organizaciones de derechos humanos, centros de 

pensamiento, etc., como también entidades del Estado que tengan competencia, autonomía y 

recursos. De todas maneras, según el artículo 143 de la Ley 1448 de 2011, las instituciones del 

Estado no pueden promover ejercicios de construcción de una historia o verdad oficial en el caso 



57 
 

del deber de memoria del Estado que se encuentra en ella. Igualmente, esta ley instituye el 

derecho a la justicia de las víctimas, que se cumple cuando se esclarecen las violaciones, la 

identificación de los responsables y la sanción respectiva. Además, en el Título II existe un 

desarrollo de los derechos de las víctimas en los procesos judiciales, en el que se encuentran los 

mecanismos con los que se pueda garantizar el acceso a la justicia y también de protección 

dentro de los procesos judiciales.  

 e.- Participación 

 Dando cumplimiento a la Ley 1448 de 2011, el municipio constituyó el Comité Territorial de 

Justicia Transaccional – CTJT, que realiza reuniones cuatro veces al año y en asociación con la 

Personería y los representantes de las víctimas fortalece las mesas de participación. 

 f.- Retornos y reubicación 

 Para llevar a cabo este proceso se cuenta con la participación del Municipio, Gobernación, 

Alta Consejería, Unidad Nacional de Víctimas, que se reúnen para trabajar en el procedimiento 

de retornos y/o reubicar a las personas que han sufrido hechos victimizantes, especialmente 

desplazamiento forzado. 

 g.- Fortalecimiento institucional 

 Al presentarse problemas de información y no existir un acompañamiento de las entidades del 

orden nacional, surgieron problemas para atender a las víctimas. De todas formas, se buscó 

efectuar un censo más acorde con la realidad y capacitar a los miembros del Comité Territorial 

de Justicia Transaccional – CTJT y los de las mesas de participación y realizar así un verdadero 

proceso de ley de víctimas en el municipio de Bugalagrande. 

 En cuanto al presupuesto total del Plan de Acción Territorial – PAT  para el período 2020-

2023 el estimado fue de Tres mil treinta y seis millones setecientos cincuenta y cinco mil ciento 
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sesenta pesos ($3’036.755.160.oo) moneda legal, con financiación de recursos propios de la 

Administración Municipal, recursos del Sistema General de Participaciones – SGP de 

destinación específica, recursos del Sistema General de Participaciones – SGP de Libre Inversión 

y de otros recursos como pueden ser a través de la gestión obtenerlos de financiación de los 

niveles Departamental y/o Nacional o de Entidades de Cooperación Internacional (Alcaldía de 

Bugalagrande, 2020-2023). 

7.1.2 Pronunciamientos de la Corte Constitucional y distintas entidades en cuanto al 

cumplimiento de medidas de parte del Estado colombiano para mejorar las condiciones de las 

personas desplazadas 

  

 Según revisión de documentos, la Ley 387 de 1987 no se había cumplido respecto a las 

disposiciones para la atención psicosocial de la población desplazada en el período comprendido 

entre los años 1987 y 2004 en el marco del conflicto armado interno. No se practicaba ni se 

ejercía esta norma y otras medidas de atención y protección que se encontraban contempladas en 

ella, ni tampoco con el funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia – SNAIPD – Decreto 079 de 2012, ni del Consejo Nacional de 

Atención Integral a la Población Desplazada – CNAIPD – Ley 1190 de 2008, que era la entidad 

que se encargaba de consultar, asesorar y garantizar que hubiese presupuesto para los programas 

que tuvieran a cargo las entidades responsables de que funcionara el Sistema Nacional de 

Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia. Al no funcionar esta entidad, 

muchas víctimas tomaron la decisión de acudir a las acciones de tutela, para poder acceder y 

tener los servicios de atención, protección y reparación que tenían derecho según la normatividad 

y acuerdos nacionales e internacionales, especialmente la población que estaba en situación de 

desplazamiento (Aguilera Torrado, 2022). 
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 En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional colombiana emitió varios 

pronunciamientos con recomendaciones e instrucciones como también lo hicieron los entes de 

control, organizaciones que advertían de las cosas inconstitucionales que venían presentándose 

respecto al restablecimiento de derechos de las víctimas de desplazamiento. Uno de los primeros 

que emitió la Corte Constitucional fue la Sentencia de tutela T-025 de 2004, con la que buscó 

proteger los derechos fundamentales para las personas que atravesaban una situación de 

desplazamiento y declaró que existía un estado de cosas inconstitucional en lo concerniente a los 

derechos humanos de esta población y en ella, la Corte menciona informes y estudios en los que 

se encontraban consignados la tragedia y desastre humanitario de las personas que son obligadas 

de manera forzosa e inevitable a abandonar los sitios en los que vivían y se encontraban 

arraigados, sin que el Estado hubiese dado una respuesta a esta situación, y por ello, tomaron la 

decisión de acudir ante la jurisdicción para que por medio de la tutela se les reconocieran sus 

derechos vulnerados (Corte Constitucional, 2004). La Alta Corporación con esta medida especial 

buscó que se presentaran soluciones a las graves, masivas y estructurales violaciones de derechos 

fundamentales para tratar de corregir y enmendar la crisis de la tutela judicial, que fue causada 

por la falta de atención del Estado a los diversos fallos de tutela que habían sido emitidos, debido 

al desplazamiento forzado dentro del conflicto armado colombiano. Así, esta sentencia significó 

para el Gobierno de Colombia, una clara orden de la Corte e implicaba la obligación de que 

adoptara políticas pertinentes que favorecieran a las personas víctimas del desplazamiento, que 

fuesen reales y no terminaran sin cumplirse convertidas en ‘letra muerta’ como había sucedido 

con los fallos de tutela que no se aplicaron. 

 Otro de los pronunciamientos fue un informe que realizó la Procuraduría General de la 

Nación denominado Valoración de los programas oficiales de atención psicosocial a las 
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víctimas del conflicto armado interno en Colombia, 2009, en el que afirmó que en lo referente a 

los programas oficiales para la atención psicosocial de las víctimas del conflicto armado 

contenían inexactitudes o falencias, así: 

7) Ausencia de mecanismos adecuados de recolección de información; ii) falta de 

información para las víctimas y de mecanismos de divulgación periódica de la oferta 

institucional; iii) ambiente de inseguridad para las víctimas que se pretende atender; iv) 

insuficiencia de personal especializado para brindar atención a las víctimas; v) 

imposibilidad de diseñar y ejecutar procedimientos de atención adaptados a la población 

beneficiaria; vi) condicionamiento de la atención psicosocial a la iniciación de 

procedimientos judiciales; vii) ausencia de participación de la sociedad civil en el diseño, 

ejecución y control de los procedimientos de atención (Procuraduría General de la Nación, 

2009, p. 103-109). 

 Conforme a lo anterior, la Procuraduría al realizar la evaluación de los programas 

psicosociales de ayuda y atención a las víctimas de violencia política, encontró un balance 

negativo no solo falencias en lo técnico, administrativo y presupuestal sino también en los vacíos 

de las ofertas del Estado debido a la concepción de víctima y reparación que maneja. 

 Un pronunciamiento siguiente respecto al restablecimiento del derecho a la salud y 

específicamente la salud mental, se produjo con la Sentencia T-045 de 2010 de la Corte 

Constitucional en la que por vez primera se hizo énfasis en la atención psicosocial y como una 

instancia jurídica y gubernamental emplazó a diferentes instancias gubernamentales y no 

gubernamentales para que emitieran conceptos sobre los efectos psicosociales a causa de los 

hechos de violencia política y la atención psicosocial que debía dársele a las víctimas. 

Igualmente, la sentencia mencionada emitió recomendaciones muy importantes para las 
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organizaciones gubernamentales y asociaciones de víctimas que estuviesen trabajando en 

Colombia. Muchas de estas organizaciones comentaban que el trabajo de atención psicosocial a 

las víctimas del conflicto armado interno era muy complejo y debía formularse un modelo de 

atención integral, interdisciplinar, promotor y defensor de los derechos humanos. Además, debía 

tener en cuenta la multicausalidad de los problemas surgidos y plantear acciones que no causen 

daño y puedan transformar las condiciones de vida desfavorables de quienes son afectados por 

los hechos de violencia. También, comentaba la Corte, que las instituciones del Estado no 

cumplían con la debida atención psicosocial para las víctimas del conflicto armado interno y 

decía que, al estudiar los casos de la tutela presentada, se llegó a la conclusión que existía la 

necesidad de implementar y diseñar protocolos, programas y políticas de atención en salud con 

los que se reconocieran las necesidades individuales y específicas de las víctimas del conflicto 

armado, sus familias y comunidades; fundamentalmente en cuanto a la recuperación de los 

impactos psicosociales ocasionados por los hechos trágicos y devastadores que tuvieron que 

enfrentar dada la violencia sociopolítica que ha vivido Colombia. Además, observaron la 

intervención del Ministerio de la Protección Social, que para efectos de la asistencia psicosocial 

a las víctimas fue muy fugaz y transitoria (Corte Constitucional, 2010ª). 

 En tal virtud, con esta sentencia, el Alto Tribunal le ordenó al Ministerio de Protección Social 

que en seis meses como plazo máximo coordinara con las entidades que se encargaban de prestar 

los servicios de salud en todo el territorio y con las entidades del Sistema Nacional de Atención 

Integral a la Población Desplazada – SNAIPD, la creación e implementación de los protocolos, 

programas y políticas que fuesen necesarias para atender la salud como una respuesta a las 

necesidades específicas de las víctimas del conflicto armado colombiano, sus familias y 

comunidades esencialmente en lo referente a los impactos psicosociales como consecuencias de 
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la violencia sociopolítica que ha soportado la sociedad colombiana (Corte Constitucional, 

2010b). Lo que pone de manifiesto la Corte Constitucional, es la falta del Estado colombiano en 

crear y evaluar un modelo de atención integral que no solo cubra lo administrativo y lo jurídico, 

puesto que lo que encontró fue un modelo asistencialista que no es suficiente ni apto para 

enfrentar la gran cantidad de problemas surgidos debido al clima de violencia política. 

 Por otra parte, el incumplimiento a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y no 

llevar a cabo las medidas de atención y reparación psicosocial a las víctimas del conflicto 

armado interno del Gobierno Nacional, llevó a que se expidiera la Ley 1448 de 2011 y su decreto 

reglamentario 4800 de diciembre 20 de 2011. Con esta normatividad se empezó a implementar 

algunas medidas y programas como una respuesta a las necesidades de las víctimas y de los autos 

de seguimiento expedidos por la Corte Constitucional. En las medidas se destacó el Protocolo de 

Atención Psicosocial y Salud Integral a las Víctimas – PAPSIVI del año 2017, que fue instituido 

siete años después de lo ordenado por la Corte Constitucional, que había establecido seis meses 

en los que nunca hubo respuesta de parte del Gobierno. En este Protocolo se encuentra una 

estrategia integral en salud que fue trazada y efectuada por el Estado para las víctimas del 

conflicto armado y fue manifestada por primera vez en el artículo 164 del Decreto 4800 de 2011 

como una medida de rehabilitación a la que tienen derecho las personas que han sido víctimas 

del conflicto armado interno en el país. 

 El mencionado Protocolo ha servido para que distintas organizaciones, que muchas veces no 

tienen un conocimiento claro en cuanto a la reparación emocional de las víctimas, pasan a 

utilizar un enfoque clínico y de psicologización del daño respecto a hechos victimizantes de 

violencia que se asocian a traumas colectivos. Así pues, el modelo de atención a las víctimas que 

ha funcionado en diversas organizaciones o dependencias del Estado tiene como característica 
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principal que es una propuesta que se especializa en la atención formulada, gestionada y 

realizada por las agencias del Estado o en agencias que son contratadas por este, lo que lleva a 

que se conviertan en entidades intermediarias en cuanto a la población a la que se destina y la 

fuente financiera. Por ello, se considera que debería utilizarse el modelo de atención de tipo 

externalista o dirigido para intervenir las problemáticas que vive esta población. Este Protocolo 

ha presentado tres problemas graves para su correcta implementación: i) el abordaje externo 

cuando se trabaja con comunidades vulnerables; ii) usar un modelo de atención humanitaria de 

tipo asistencialista y iii) la atención psicosocial a las víctimas se ha llevado a cabo desde una 

representación médica y de salud mental, llevando a que individualice y se privaticen los efectos 

de los hechos victimizantes, es decir, el daño causado por la violencia social y política (Aguilera 

Torrado, 2022b). 

 En este orden de ideas, la política pública de atención psicosocial a las víctimas del conflicto 

armado en Colombia es un modelo que tiene como características: i) no ha tomado en cuenta 

experiencias anteriores de atención psicosocial que se hayan realizado tanto en el país como en la 

región de América Latina o internacionales, lo que ha traído como consecuencia un desgaste de 

recursos, tiempo e improvisación en las soluciones planteadas; ii) no ha existido un desarrollo 

equitativo entre lo jurídico y administrativo y aunque ha contado con actos administrativos y 

jurídicos con los que se ha podido crear dependencias y unidades para atender a las víctimas a 

nivel nacional, departamental y municipal, se ha podido crear planta de personal para que 

funcionen estas dependencias como también se expidió la norma que adopta el Plan Nacional de 

Atención y Reparación Integral  de las Víctimas; sin embargo, para diseñar e implementar los 

programas de atención en salud y atención psicosocial no ha corrido con la misma suerte y ha 

sido muy pequeño el desarrollo. De todas maneras, en el año 2022, el Ministerio de Salud 



64 
 

presentó un proyecto de resolución para que se puedan juntar todas las acciones que sean 

necesarias con el fin de implementar el programa de atención a víctimas del conflicto armado 

interno (Rico Barrera, 2022). 

7.2 Factores diferenciales de los conceptos de Superación de Vulnerabilidad y los criterios 

generales para medirlos en lo que se refiere a la población desplazada víctima del conflicto 

armado 

 

7.2.1 Superación de la Situación de Vulnerabilidad 

  

 Según el artículo 182 de la Ley 1448 de 2011, la Superación de la Situación de Vulnerabilidad 

– SSV es considerada como el restablecimiento en lo que se refiere al ejercicio de los derechos 

de identificación, salud, educación, vivienda, seguridad alimentaria, reunificación familiar y 

generación de ingresos. Se puede evaluar la Superación de Situación de Vulnerabilidad de dos 

formas: i) la manifestación voluntaria y ii) la medición. En esta última, los posibles resultados 

son: supera, no supera y no determinado. Asimismo, una persona que ha sido víctima de 

desplazamiento forzado supera la Situación de Vulnerabilidad según el artículo 23 del Decreto 

2569 de 2014, cuando: i) su situación socioeconómica se ha estabilizado y ii) de manera 

voluntaria y en unas condiciones favorables de seguridad opta la persona por quedarse en el 

lugar que haya escogido. Además, toma en cuenta la medición de los derechos a la 

identificación, salud (incluye atención psicosocial), educación, alimentación, generación de 

ingresos (con acceso a tierras cuando sea aplicable), vivienda y reunificación familiar, de 

acuerdo con los criterios del Índice Global de Restablecimiento Social y Económico, esto es, que 

es hecho, porque ha intervenido el Estado o por los propios medios de la víctima (Presidencia de 

Colombia, 2014). 
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 En cuanto a la cesación de la condición de vulnerabilidad según el artículo 67 de la Ley 1448 

de 2011 surge en el momento en que la persona víctima de desplazamiento forzado bien sea por 

sus propios medios o a través de los programas creados o determinados por el Gobierno 

Nacional, puede obtener el goce seguro y positivo de sus derechos. En igual sentido, el parágrafo 

1º del artículo antes mencionado, dice que el Gobierno Nacional deberá fijar los criterios 

técnicos con los que se podrá establecer la cesación de la situación vulnerabilidad y debilidad 

manifiesta por causa del hecho victimizante que llevó al desplazamiento forzado (Congreso de 

Colombia, 2011). Asimismo, en el artículo 2.2.6.5.5.1 del Decreto 1084 de mayo 26 de 2015 

menciona que la cesación de la condición de vulnerabilidad manifiesta puede ser declarada 

dentro de un proceso de retorno o reubicación para restablecer los derechos de las víctimas de 

desplazamiento forzado teniendo en cuenta la política de prevención, protección, atención y 

reparación integral que permite el goce efectivo de los derechos de las víctimas (Presidencia de 

la República, 2015). 

 Medición de Superación de la Situación de Vulnerabilidad – SSV 

 Para realizar esta medición debe utilizarse distintas fuentes de información y registros 

administrativos acerca de la situación de los hogares víctimas del desplazamiento forzado en lo 

referente a sus derechos con posterioridad a cuando ocurrió el hecho victimizante y puedan 

acceder a los planes, proyectos, programas, medidas que han sido implementados para tal fin. 

Los artículos 67 y 68 de la Ley 1448 de 2011, reglamentados por medio del Decreto 2569 de 

2014, que fue integrado al Decreto 1084 de 2015, desarrollan la medición. 

 También lo hace la Resolución 2200 de 2018, a partir de los cuatro criterios técnicos de 

evaluación que se encuentran determinados allí: i) que exista una superación del umbral del 

Índice Global de Restablecimiento Social y Económico – IRSE; ii) superación por nivel de 
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ingresos y otros derechos; iii) criterio de población comparable a partir de SISBÉN IV y iv) 

manifestación voluntaria (Departamento Nacional de Planeación, 2018a). Además, en esta 

resolución se reúne, junto con los otros requisitos, cumplir la condición de no regresividad, 

puesto que el objetivo fundamental de las víctimas es superar el estado de vulnerabilidad al 

suceder el hecho victimizante, más no superar las condiciones socioeconómicas inherentes a las 

personas. 

 Conceptos de los factores diferenciales para superar la situación de vulnerabilidad 

 Los factores diferenciales son los siguientes: 

 a.- Derecho a la identificación  

 Con este derecho cuentan las personas cuando les han expedido sus documentos de identidad 

según su edad: i) registro civil de nacimiento; ii) tarjeta de identidad y iii) cédula de ciudadanía. 

Además, si una persona también tiene el derecho a la educación o a la salud, es porque 

evidentemente tiene el derecho a la identificación (Departamento Nacional de Planeación, 

2018b). Se califica este derecho de acuerdo con tres características especialmente: i) si se cumple 

el derecho; ii) no se cumple y iii) no se puede determinar el derecho de la persona. 

 b.- Derecho a la salud 

 En cuanto al derecho a la salud y poder superar el estado de vulnerabilidad debe estar la 

persona afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud en alguno de los regímenes 

(contributivo o subsidiado) (Departamento Nacional de Planeación, 2018c). En lo que se refiere 

a la atención psicosocial y según el artículo 35, parágrafo de la Ley 1448 de 2011, se piensa que 

la persona que ha sido víctima ha solicitado y recibido la atención médica y psicológica 

especializada y se cree que se le ha dado a conocer cómo debe ser su atención, y puede suceder 

que la víctima no asistió o necesito de este tipo de atención (Congreso de Colombia, 2011). 
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 Asimismo, el Ministerio de Salud y Protección Social en el año 2017, diseñó y efectúo el 

Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas – PAPSIVI, para que se pudiera 

garantizar que a la víctima de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario, se le prestara asistencia en salud y rehabilitación física, mental y/o 

psicosocial y lo hizo mediante dos mecanismos: i) el Protocolo de Atención Integral en Salud 

con Enfoque Psicosocial, con el objetivo de prestar orientación y atención integral en salud que 

tuviera un enfoque psicosocial y diferencial para asistir o rehabilitar a las personas víctimas del 

conflicto armado y ii) atención psicosocial con la cual se beneficia la recuperación o mitigación a 

las víctimas, sus familias, comunidades y colectivos étnico de los daños psicosociales 

ocasionados por el conflicto armado interno (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017). 

 c.- Derecho a la educación 

 De acuerdo con los criterios que maneja la Resolución 2200 de 2018, para superar el estado 

de vulnerabilidad una víctima debe haber accedido al derecho a la educación en los eventos 

siguientes: i) tener entre 6 y 17 años y que acuda a algún nivel de educación preescolar, básica o 

media o concurrió y terminó el año escolar anterior a la medición, o ya terminó la educación 

media y ii) tener 5 años y encontrarse atendido por medio de los centros de desarrollo infantil o 

que acude a algún servicio de educación preescolar. 

 d.- Derecho a la vivienda 

 El componente del derecho a la vivienda para superar el estado de vulnerabilidad es accedido 

por una víctima cuando forma parte de un hogar, pero cumpliendo dos condiciones: i) no le falta 

o tiene carencia de vivienda de acuerdo con los criterios que maneja el cálculo del Índice de 

Pobreza Multidimensional del DANE o algún miembro que hace parte del hogar es un 

propietario registrado, inquilino por contrato o tiene una propiedad en zona rural y ii) cuando el 
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hogar tiene subsidio de vivienda aplicado, vivienda en especie o una mejora de vivienda después 

del último desplazamiento forzado sufrido. 

 e.- Derecho a la alimentación 

 Según la Resolución 2200 de 2018, las personas cuentan con este derecho cuando la víctima 

de desplazamiento forzado hace parte de un hogar, pero cumplen con las características 

siguientes: i) tomando en cuenta el Programa Mundial de Alimentos se presenta un consumo 

aceptable dada la frecuencia apropiada del consumo de alimentos; y ii) en el hogar hubo un 

consumo de al menos cinco de los grupos siguientes de alimentos: tubérculos y cereales, 

legumbres, vegetales, frutas, carnes y pescados, lácteos, aceites y grasas (Departamento Nacional 

de Planeación, 2018d). 

 f.- Derecho a la generación de ingresos 

 Según criterios técnicos, que fueron determinados en la Resolución 2200 de 2018, afirman 

que este derecho se haya garantizado en el momento en que la víctima hace parte de un hogar 

que debe cumplir algunas de las condiciones siguientes: i) sus ingresos son iguales o superiores a 

la Línea de Pobreza – LP que señaló el DANE para el año de verificación y lugar de residencia; 

y ii) sus ingresos son iguales o superiores a la Línea de Pobreza Extrema – LP determinada por el 

DANE para el año de verificación y lugar de residencia y cumple al menos con una de estas 

condiciones: a) posee un trabajo formal algún miembro de la familia; b) uno de los miembros de 

la familia tiene como propiedad un lote o inmueble diferente al que reside u ocupa en un 

ambiente rural con vocación productiva o que fuese productivo; c) uno de los miembros del 

hogar tiene formación técnica, tecnológica o universitaria finalizada; d) uno de los miembros del 

hogar terminó algún programa de emprendimiento o fortalecimiento empresarial una vez ocurrió 

la situación victimizante; e) el hogar forma parte del 25% de la población que presenta mayores 
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entradas de dinero en su barrio o vereda en el SISBÉN y f) el hogar presenta ingresos iguales o 

superiores a 1.5 veces la Línea de Pobreza Extrema instituida por el DANE y aunque fuese uno 

de sus miembros ha pertenecido a programas de formación para la generación de ingresos o 

empleabilidad después de suceder el hecho victimizante. 

 g.- Derecho a la reunificación familiar 

 Este derecho es medido de acuerdo con el indicador de que el hogar cumpla con alguna de las 

condiciones siguientes: i) realizó una solicitud de apoyo al Estado con el fin de reunificarse en un 

período no menor a dos años desde que vivió el último desplazamiento y lo consiguió y ii) no ha 

realizado ninguna solicitud de apoyo para reunificarse en un espacio menor a dos años desde que 

se vio sometido al último desplazamiento. Se destaca que para este derecho la unidad de medida 

para quienes hacen la solicitud ante la Unidad para las Víctimas y el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar – ICBF es que han sido desaparecidos de su núcleo familiar y demandan 

asistencia para volver a encontrarse. 

7.2.2 Criterios utilizados para medir la Superación de la Situación de Vulnerabilidad de las 

víctimas de desplazamiento forzado 

  

 Según la Resolución 2200 de 2018, los criterios son utilizados por el Gobierno Nacional por 

medio de la Unidad para las Víctimas en correspondencia con el artículo 67 de la Ley 1448 de 

2011 y el artículo 2.2.6.5.5.5 del Decreto 1084 de 2015. Las víctimas de desplazamiento forzado 

deberán encontrarse incluidas en el Registro Único de Víctimas – RUV, tomando en cuenta los 

derechos siguientes: identificación, salud, atención psicosocial, educación, alimentación, 

vivienda, reunificación familiar y generación de ingresos. Cuando se realiza la aplicación de los 

criterios se evaluará de manera periódica los derechos ya mencionados que anteriormente no 

hayan sido evaluados o en los que no se ha concluido que la persona no cumplía con el criterio 
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determinado. En el evento que en el RUV de la víctima figure un desplazamiento que sucedió 

después de la última medición se realizará una evaluación de todos los derechos de nuevo. 

 Criterios generales acerca de la medición de situación de vulnerabilidad 

 La evaluación se deberá hacer cada 6 meses de la superación de vulnerabilidad, para que así 

se  puedan realizar los listados de las personas y hogares víctimas de desplazamiento forzado en 

los meses de febrero y agosto de cada año según lo instituido en el artículo 2.2.6.5.6.2 del 

Decreto 1084 de 2015. 

 La Dirección de Reparaciones junto con la Dirección de Gestión Interinstitucional hará el 

informe de análisis de la medición de la situación de vulnerabilidad y lo entregará a la Oficina 

Asesora de Planeación, a la Subdirección General, a la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad 

para las Víctimas y las otras áreas internas de la Unidad para las Víctimas e instituciones del 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas – SNARIV (Unidad de 

Víctimas, 2021). 

 Por otro lado, para poder realizar la medición previamente se deben hacer dos procedimientos 

acerca de las víctimas de desplazamiento que se encuentran incluidas en el RUV: 

 a.- Se deben validar los documentos de identidad de las personas que son objeto de la 

medición con las siguientes entidades: Registraduría Nacional del Estado Civil (Archivo 

Nacional de Identificación), Ministerio de Salud y Protección Social (RUAF), Ministerio de 

Educación Nacional (SIMAT). También, deben depurarse los registros con documentos 

duplicados para conservar los registros válidos y eliminar los duplicados. Para el Universo de 

Evaluación Depurado, solamente se contemplan como una referencia de cruce y soporte las 

variables siguientes: i) fecha de nacimiento; ii) sexo; iii) pertenencia étnica; iv) discapacidad y v) 

fecha en la que ocurrió el último desplazamiento. 
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 b.- Con el fin de realizar una conformación de hogares se deben utilizar las fuentes 

disponibles: Ficha de Caracterización y Entrevista Única de Caracterización, Registro Único de 

Víctimas de la Unidad, Sisbén del Departamento Nacional de Planeación, Red Unidos y Más 

Familias en Acción del Departamento de la Prosperidad Social. Para así garantizar que cada uno 

de los registros de las personas que fue depurado esté en uno y solo uno de los hogares 

examinados, tratando de que estén en la conformación más nueva de la que conoció la Unidad 

por medio del Sistema de Red Nacional de Información – SRNI a partir de un modelo integrado 

(que busca una estandarización mediante procesos de análisis, conversión y tratamiento de datos 

para mejorar el acceso a la información y comprende modelo de tablas únicas y modelo 

temático). 

 Siguiendo con los criterios generales para la superación de la situación de vulnerabilidad, se 

considera que ha sido superada siempre y cuando cumpla con dos condiciones: 

 1.- Supera un umbral del Índice Global de Restablecimiento Social y Económico de acuerdo 

los criterios de medición acerca de los derechos que tienen las víctimas de desplazamiento 

forzado. 

 2.- Cuando la víctima pone de manifiesto de manera voluntaria que ha superado la situación 

de vulnerabilidad. 

 1.- Índice Global de Restablecimiento Social y Económico - IRSE 

 Este Índice es un mecanismo con el que se puede establecer el momento en el que una 

persona ha superado la situación de vulnerabilidad que vive o qué tan cerca está para lograrlo a 

partir de la medición de los derechos de identificación, salud, atención psicosocial, educación, 

alimentación, vivienda, reunificación familiar y generación de ingresos. La medición radica en 

establecer el nivel de cumplimiento de cada derecho en una escala de cero a uno, según criterios 
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definidos utilizando un conteo de los derechos que se han cumplido y una suma ponderada de 

estos resultados, por medio de la fórmula siguiente: 

IRSE = (I+S+E+V+G+A+P+R+d2) 

    8 

 Donde: 

 I = identificación 

 S = salud 

 E = educación 

 A = alimentación 

 V = vivienda 

 G = generación de ingresos 

 P = atención psicosocial 

 R = reunificación familiar 

 En consonancia con lo anterior, la víctima de desplazamiento forzado se considera que ha 

superado la situación de vulnerabilidad que está unida al desplazamiento cuando el Índice Global 

de Restablecimiento Social y Económico es igual a uno (1). 

 A. Criterio de nivel de ingresos 

 Además, de los criterios que se asocian a los derechos de generación de ingresos, vivienda y 

alimentación que debe cumplir la víctima de desplazamiento forzado, también debe cumplir con 

las características siguientes: a) que la persona se encuentre en un hogar en el que los ingresos 

mensuales sean superiores a 1.5 veces el valor de la línea de pobreza estimada por el 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE, y que esté actualizado para el 

año de recolección de la información y el sitio de residencia del lugar; y b) la persona está en un 
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hogar con ingresos mensuales superiores a la línea de pobreza estimada por el Departamento 

Administrativo Nacional de Estadística (DANE), que sea actual para el año de recolección de la 

información y el sitio en que se encuentra ubicado el hogar, y también haga parte del 25% de la 

población con ingresos mayores en su barrio o vereda en el Sisbén (Departamento Nacional de 

Planeación, 2018). 

 B.- Criterio de población comparable a partir del Sisbén 

 Se considerará que la víctima de desplazamiento forzado cumple con los criterios que se 

asocian a los derechos de generación de ingresos, vivienda y alimentación cuando cumple con 

los criterios de comparabilidad que se encuentran determinados a partir del puntaje Sisbén IV 

que permitan identificar el nivel de estabilización y equilibrio tanto social como económicamente 

de las personas según la Resolución 2200 de 2018. (Departamento Nacional de Planeación, 

2018). 

 2.- Manifestación espontánea, libre, voluntaria y consciente de la superación de la 

situación de vulnerabilidad 

 Por medio del artículo 2.2.6.5.5.9 del Decreto 1084 de 2015, se reconoció como derecho a las 

víctimas de desplazamiento forzado que así lo piensen, la manifestación espontánea, libre, 

voluntaria y consciente de superación de la situación de vulnerabilidad. Esta manifestación goza 

de la presunción constitucional de buena fe y como uno de los deberes que tiene toda persona 

que se considera ciudadana de la nación como sujeto social responsable, comprometido y 

solidario y la puede realizar ante la Unidad para las Víctimas mediante unos formatos y 

procedimientos que se encuentren establecidos. 

7.3 Análisis del comportamiento de los índices de Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad -SSV de las víctimas desplazadas por el conflicto armado en el municipio de 

Bugalagrande – Valle del Cauca, entre los años 2018 al 2022 
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7.3.1 Datos acerca del registro de la población desplazada por desplazamiento forzado en el 

municipio de Bugalagrande 

 

 A.- Datos correspondientes al año 2018 

Tabla 1 

Población del municipio de Bugalagrande en el año 2018 

Población total No. de víctimas 

sujetas a 

atención 

Eventos 

victimizantes 

Personas que 

fueron 

victimizadas 

Víctimas que 

declararon 

20.970 4.608 9.769 8.639 8.815 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

Tabla 2 

Registro de víctimas, ocurrencia, declaración y ubicación por desplazamiento forzado 

Personas ocurrencia Personas declaración Personas ubicación 

7.308 8.276 4.812 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

 En cuanto a la ocurrencia se refiere al sitio y fecha en el que ocurrieron los hechos en los que 

se victimizó a la persona. Mientras que la declaración es el sitio y fecha en la que el Ministerio 

Público da a conocer las causas, hechos y circunstancias que rodearon la victimización de la 

persona. Y la ubicación reseña el último sitio en que vivió la persona que se obtiene de fuentes 

de información que se puedan utilizar para el caso. 

Tabla 3 
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Registro por hecho victimizante  

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Víctimas Sujetos de atención 

4.812 4.143 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

 En lo referente a la atención y asistencia en cuanto a la entrevista de caracterización, perfil y 

asistencia se encuentran los datos siguientes: 

Tabla 4 

Caracterización, perfil y asistencia de las personas en Bugalagrande – año 2018 

Vigencia Número de hogares 

caracterizados 

Número de víctimas 

caracterizadas 

2018 284 786 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

 Asimismo, la atención humanitaria que se brinda a las personas y los hogares víctimas para 

aminorar las privaciones en alojamiento temporal y alimentación básica, según el grado y 

características de necesidad y urgencia en lo concerniente a la subsistencia mínima: 

Tabla 5 

Atención humanitaria – Bugalagrande – 2018 

 

Vigencia Hogares Giros Valor (cifras en 

millones de pesos 
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2018 497 732 $382 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

 La atención y asistencia en lo concerniente a la Superación de Situación de Vulnerabilidad 

para el año 2018: 

Tabla 6 

Atención y asistencia en la Superación de Situación de Vulnerabilidad – año 2018 

Estado Alimentación Educación Generación  

Ingresos 

Identificación Reunificación 

familiar 

Salud Vivienda Atención 

psicosocial 

Cumple 2.692 756 1.882 3.749 5 3.588 1.641  

No aplica 0 2.760 0 0 3.754 0 0  

No 

cumple 

122 147 487 14 4 175 440  

No 

definido 

949 100 1.394 0 0 0 1.682  

Universo 3.763 3.763 3.763 3.763 3.763 3.763 3.763  

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Vale del Cauca. Año 2018. 

 Referencias: 

Cumple: hace referencia a todas las personas a las que se puede evidenciar mediante registros 

administrativos que Gozan de los derechos de manera individual. 

No Aplica: estado de la medición que individualiza a todas aquellas personas que no se 

encuentran en el conjunto de características de medición, específicamente para los derechos de 

Educación y Reunificación Familiar. 

No Definido: aquí se ubican los registros de las personas a las que la información disponible en 

la RNI es insuficiente o no se logra establecer el cumplimiento o Goce de cada derecho 
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Tabla 7 

Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión proyectada 

Concepto Presupuesto 

(millones en pesos) 

Compromiso 

(millones en pesos) 

% de ejecución 

Afiliación al régimen 

subsidiado 

(ampliación, 

continuidad) 

$1.669 $1.669 100% 

Asistencia funeraria $38 $3 7,89% 

Asistencia y atención $2.325 $2.240 96,34% 

Ayuda humanitaria $51 $30 58,82% 

Ayuda humanitaria 

inmediata 

$51 $30 58,82% 

Calidad $496 $496 100% 

Cifra de control $2.404 $2.319 96,46% 

Educación $496 $496 100% 

Fortalecimiento 

institucional 

$121 $121 100% 

Generación de 

ingresos 

$65 $36 55,38% 

Participación efectiva 

de las víctimas 

$37 $37 100% 
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Proyectos o 

iniciativas 

productivas 

$65 $36 55,38% 

Salud $1.675 $1.675 100% 

Salud pública $6 $6 100% 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2018). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2018. 

 Algunos de los proyectos necesitan de una alta inversión, pero, no significa que haya un goce 

efectivo de los derechos de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2018, pág. 29). 

 

 B.- Datos correspondientes al año 2019 

Tabla 8 

Población del municipio de Bugalagrande en el año 2019 

Población total No. de víctimas 

sujetas a 

atención 

Eventos 

victimizantes 

Personas que 

fueron 

victimizadas 

Víctimas que 

declararon 

24.318 4.639 9.864 8.714 8.862 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

Tabla 9 

Registro de víctimas, ocurrencia, declaración y ubicación por desplazamiento forzado 

 

Personas ocurrencia Personas declaración Personas ubicación 
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7.353 8.320 4.828 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

 En cuanto a la ocurrencia se refiere al sitio y fecha en el que ocurrieron los hechos en los que 

se victimizó a la persona. Mientras que la declaración es el sitio y fecha en la que el Ministerio 

Público da a conocer las causas, hechos y circunstancias que rodearon la victimización de la 

persona. Y la ubicación reseña el último sitio en que vivió la persona que se obtiene de fuentes 

de información que se puedan utilizar para el caso. 

Tabla 10 

Registro por hecho victimizante 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Víctimas Sujetos de atención 

4.828 4.167 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

 En lo referente a la atención y asistencia en cuanto a la entrevista de caracterización, perfil y 

asistencia se encuentran los datos siguientes: 

Tabla 11 

Caracterización, perfil y asistencia de las personas en Bugalagrande – año 2019 

Vigencia Número de hogares 

caracterizados 

Número de víctimas 

caracterizadas 

2019 345 1.054 
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

 Asimismo, la atención humanitaria que se brinda a las personas y los hogares víctimas para 

aminorar las privaciones en alojamiento temporal y alimentación básica, según el grado y 

características de necesidad y urgencia en lo concerniente a la subsistencia mínima: 

Tabla 12 

Atención humanitaria – Bugalagrande - 2019 

Vigencia Hogares Giros Valor (cifras en 

millones de pesos 

2019 427 584 $314 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

 La atención y asistencia en lo concerniente a la Superación de Situación de Vulnerabilidad 

para el año 2019: 

Tabla 13 

Atención y asistencia en la Superación de Situación de Vulnerabilidad – año 2019 

Estado Alimentación Educación Generación  

Ingresos 

Identificación Reunificación 

familiar 

Salud Vivienda Atención 

psicosocial 

Cumple 3.596 1.106 2.528 5.032 15 4.842 2.139  

No aplica 0 3.674 0 0 5.040 0 0  

No 

cumple 

181 135 652 20 0 213 338  

No 

definido 

1.278 143 1.875 3 0 0 2.578  

Universo 5.055 5.055 5.055 5.055 5.055 5.055 5.055  
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Vale del Cauca. Año 2019. 

 Referencias: 

Cumple: hace referencia a todas las personas a las que se puede evidenciar mediante registros 

administrativos que Gozan de los derechos de manera individual. 

No Aplica: estado de la medición que individualiza a todas aquellas personas que no se 

encuentran en el conjunto de características de medición, específicamente para los derechos de 

Educación y Reunificación Familiar. 

No Definido: aquí se ubican los registros de las personas a las que la información disponible en 

la RNI es insuficiente o no se logra establecer el cumplimiento o Goce de cada derecho 

Tabla 14  

Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión Proyectada 

Concepto Presupuesto 

(millones en pesos) 

Compromiso 

(millones en pesos) 

% de ejecución 

Afiliación al régimen 

subsidiado 

(ampliación, 

continuidad) 

$1.669 $1.669 100% 

Asistencia funeraria $38 $3 7.89% 

Asistencia y atención $2.325 $2.240 96,34% 

Ayuda humanitaria $51 $30 58,82% 

Ayuda humanitaria 

inmediata 

$51 $30 58,82% 
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Calidad $496 $496 100% 

Cifra de control $2.404 $2.319 96,46% 

Educación $496 $496 100% 

Fortalecimiento 

institucional 

$121 $121 100% 

Generación de 

ingresos 

$65 $36 55,38% 

Participación efectiva 

de las víctimas 

$37 $37 100% 

Proyectos o 

iniciativas 

productivas 

$65 $36 55,38% 

Salud $1.675 $1.675 100% 

Salud pública $6 $6 100% 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2019). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019. 

 Algunos de los proyectos necesitan de una alta inversión, pero, no significa que haya un goce 

efectivo de los derechos de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2018, pág. 19). 

 

C.- Datos correspondientes al año 2020 

Tabla 15 

Población del municipio de Bugalagrande en el año 2020 
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Población total No. de víctimas 

sujetas a 

atención 

Eventos 

victimizantes 

Personas que 

fueron 

victimizadas 

Víctimas que 

declararon 

24.465 5.377 10.161 8.888 8.991 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2020. 

Tabla 16 

Registro de víctimas, ocurrencia, declaración y ubicación por desplazamiento forzado 

Personas ocurrencia Personas declaración Personas ubicación 

7.447 8.419 5.541 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2020. 

 En cuanto a la ocurrencia se refiere al sitio y fecha en el que ocurrieron los hechos en los que 

se victimizó a la persona. Mientras que la declaración es el sitio y fecha en la que el Ministerio 

Público da a conocer las causas, hechos y circunstancias que rodearon la victimización de la 

persona. Y la ubicación reseña el último sitio en que vivió la persona que se obtiene de fuentes 

de información que se puedan utilizar para el caso. 

Tabla 17 

Registro por hecho victimizante 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Víctimas Sujetos de atención 

5.541 4.845 
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2020. 

 En lo referente a la atención y asistencia en cuanto a la entrevista de caracterización, perfil y 

asistencia se encuentran los datos siguientes: 

Tabla 18 

Caracterización, perfil y asistencia de las personas en Bugalagrande – año 2020 

Vigencia Número de hogares 

caracterizados 

Número de víctimas 

caracterizadas 

2020 207 551 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2020. 

 Asimismo, la atención humanitaria que se brinda a las personas y los hogares víctimas para 

aminorar las privaciones en alojamiento temporal y alimentación básica, según el grado y 

características de necesidad y urgencia en lo concerniente a la subsistencia mínima: 

Tabla 19 

Atención humanitaria – Bugalagrande - 2020 

Vigencia Hogares Giros Valor (cifras en 

millones de pesos 

2020 354 536 $4.077 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2019.  

 La atención y asistencia en lo concerniente a la Superación de Situación de Vulnerabilidad 

para el año 2020:  
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Tabla 20 

Atención y asistencia en la Superación de Situación de Vulnerabilidad – año 2020 

Estado Alimentación Educación Generación  

Ingresos 

Identificación Reunificación 

familiar 

Salud Vivienda Atención 

psicosocial 

Cumple 3.773 1.062 2.645 5.288 17 5.078 3.027  

No aplica 0 4.098 0 0 5.317 0 0  

No 

cumple 

727 169 994 38 0 256 1.311  

No 

definido 

834 5 1.695 8 0 0 996  

Universo 5.334 5.334 5.334 5.334 5.334 5.334 5.334  

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Vale del Cauca. Año 2020. 

 Referencias: 

Cumple: hace referencia a todas las personas a las que se puede evidenciar mediante registros 

administrativos que Gozan de los derechos de manera individual. 

No Aplica: estado de la medición que individualiza a todas aquellas personas que no se 

encuentran en el conjunto de características de medición, específicamente para los derechos de 

Educación y Reunificación Familiar. 

No Definido: aquí se ubican los registros de las personas a las que la información disponible en 

la RNI es insuficiente o no se logra establecer el cumplimiento o Goce de cada derecho 

Tabla 21 

Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión proyectada  

Concepto Presupuesto 

(millones en pesos) 

Compromiso 

(millones en pesos) 

% de ejecución 
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Afiliación al régimen 

subsidiado 

(ampliación, 

continuidad) 

$1.669 $1.669 100% 

Asistencia funeraria $38 $3 7.89% 

Asistencia y atención $2.325 $2.240 96,34% 

Ayuda humanitaria $51 $30 58,82% 

Ayuda humanitaria 

inmediata 

$51 $30 58,82% 

Calidad $496 $496 100% 

Cifra de control $2.404 $2.319 96,46% 

Educación $496 $496 100% 

Fortalecimiento 

institucional 

$121 $121 100% 

Generación de 

ingresos 

$65 $36 55,38% 

Participación efectiva 

de las víctimas 

$37 $37 100% 

Proyectos o 

iniciativas 

productivas 

$65 $36 55,38% 

Salud $1.675 $1.675 100% 

Salud pública $6 $6 100% 
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2020). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2020. 

 Algunos de los proyectos necesitan de una alta inversión, pero, no significa que haya un goce 

efectivo de los derechos de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2020, pág. 30). 

 

D.- Datos correspondientes al año 2021 

Tabla 22 

Población del municipio de Bugalagrande en el año 2021 

Población total No. de víctimas 

sujetas a 

atención 

Eventos 

victimizantes 

Personas que 

fueron 

victimizadas 

Víctimas que 

declararon 

24.597 5.579 10.364 9.007 9.056 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

Tabla 23 

Registro de víctimas, ocurrencia, declaración y ubicación por desplazamiento forzado 

Personas ocurrencia Personas declaración Personas ubicación 

7.519 8.475 5.762 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

 En cuanto a la ocurrencia se refiere al sitio y fecha en el que ocurrieron los hechos en los que 

se victimizó a la persona. Mientras que la declaración es el sitio y fecha en la que el Ministerio 

Público da a conocer las causas, hechos y circunstancias que rodearon la victimización de la 
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persona. Y la ubicación reseña el último sitio en que vivió la persona que se obtiene de fuentes 

de información que se puedan utilizar para el caso. 

Tabla 24 

Registro por hecho victimizante 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Víctimas Sujetos de atención 

5.762 5012 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

 En lo referente a la atención y asistencia en cuanto a la entrevista de caracterización, perfil y 

asistencia se encuentran los datos siguientes: 

Tabla 25 

Caracterización, perfil y asistencia de las personas en Bugalagrande – año 2021 

Vigencia Número de hogares 

caracterizados 

Número de víctimas 

caracterizadas 

2021 252 652 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

 Asimismo, la atención humanitaria que se brinda a las personas y los hogares víctimas para 

aminorar las privaciones en alojamiento temporal y alimentación básica, según el grado y 

características de necesidad y urgencia en lo concerniente a la subsistencia mínima: 

Tabla 26 

Atención humanitaria – Bugalagrande - 2021 
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Vigencia Hogares Giros Valor (cifras en 

millones de pesos 

2021 260 481 $268 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

 La atención y asistencia en lo concerniente a la Superación de Situación de Vulnerabilidad 

para el año 2021: 

Tabla 27 

Atención y asistencia en la Superación de Situación de Vulnerabilidad – año 2021 

Estado Alimentación Educación Generación  

Ingresos 

Identificación Reunificación 

familiar 

Salud Vivienda Atención 

psicosocial 

Cumple 4.678 1.058 3.856 5.551 30 5.414 3.640 1.619 

No aplica 0 4.381 0 0 5.535 0 0 3.649 

No 

cumple 

372 135 1.118 23 9 160 1.729 306 

No 

definido 

524 0 600 0 0 0 205 0 

Universo 5.574 5.574 5.574 5.574 5.574 5.574 5.574 5.574 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Vale del Cauca. Año 2021. 

 Referencias: 

Cumple: hace referencia a todas las personas a las que se puede evidenciar mediante registros 

administrativos que Gozan de los derechos de manera individual. 

No Aplica: estado de la medición que individualiza a todas aquellas personas que no se 

encuentran en el conjunto de características de medición, específicamente para los derechos de 

Educación y Reunificación Familiar. 
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No Definido: aquí se ubican los registros de las personas a las que la información disponible en 

la RNI es insuficiente o no se logra establecer el cumplimiento o Goce de cada derecho 

Tabla 28 

Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión proyectada 

Concepto Presupuesto 

(millones en pesos) 

Compromiso 

(millones en pesos) 

% de ejecución 

Afiliación al régimen 

subsidiado 

(ampliación, 

continuidad) 

$1.669 $1.669 100% 

Asistencia funeraria $38 $3 7.89% 

Asistencia y atención $2.325 $2.240 96,34% 

Ayuda humanitaria $51 $30 58,82% 

Ayuda humanitaria 

inmediata 

$51 $30 58,82% 

Calidad $496 $496 100% 

Cifra de control $2.404 $2.319 96,46% 

Educación $496 $496 100% 

Fortalecimiento 

institucional 

$121 $121 100% 

Generación de 

ingresos 

$65 $36 55,38% 
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Participación efectiva 

de las víctimas 

$37 $37 100% 

Proyectos o 

iniciativas 

productivas 

$65 $36 55,38% 

Salud $1.675 $1.675 100% 

Salud pública $6 $6 100% 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2021. 

 Algunos de los proyectos necesitan de una alta inversión, pero, no significa que haya un goce 

efectivo de los derechos de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2021, pág. 31). 

 

E.- Datos correspondientes al año 2022 

Tabla 29 

Población del municipio de Bugalagrande en el año 2022 

Población total No. de víctimas 

sujetas a 

atención 

Eventos 

victimizantes 

Personas que 

fueron 

victimizadas 

Víctimas que 

declararon 

24.772 5.536 10.635 9.158 9.230 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

Tabla 30 

Registro de víctimas, ocurrencia, declaración y ubicación por desplazamiento forzado 
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Personas ocurrencia Personas declaración Personas ubicación 

7.691 8.647 5.809 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

 En cuanto a la ocurrencia se refiere al sitio y fecha en el que ocurrieron los hechos en los que 

se victimizó a la persona. Mientras que la declaración es el sitio y fecha en la que el Ministerio 

Público da a conocer las causas, hechos y circunstancias que rodearon la victimización de la 

persona. Y la ubicación reseña el último sitio en que vivió la persona que se obtiene de fuentes 

de información que se puedan utilizar para el caso. 

Tabla 31 

Registro por hecho victimizante 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Víctimas Sujetos de atención 

5.809 4.992 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2021). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

 En lo referente a la atención y asistencia en cuanto a la entrevista de caracterización, perfil y 

asistencia se encuentran los datos siguientes: 

Tabla 32 

Caracterización, perfil y asistencia de las personas en Bugalagrande – año 2022 

Vigencia Número de hogares 

caracterizados 

Número de víctimas 

caracterizadas 

2022 78 199 
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

 Asimismo, la atención humanitaria que se brinda a las personas y los hogares víctimas para 

aminorar las privaciones en alojamiento temporal y alimentación básica, según el grado y 

características de necesidad y urgencia en lo concerniente a la subsistencia mínima: 

Tabla 33 

Atención humanitaria – Bugalagrande - 2022 

Vigencia Hogares Giros Valor (cifras en 

millones de pesos 

2022 219 362 $227 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

 La atención y asistencia en lo concerniente a la Superación de Situación de Vulnerabilidad 

para el año 2022: 

Tabla 34 

Atención y asistencia en la Superación de Situación de Vulnerabilidad – año 2022 

Estado Alimentación Educación Generación  

Ingresos 

Identificación Reunificación 

familiar 

Salud Vivienda Atención 

psicosocial 

Cumple 4.919 1.138 3.989 5.739 35 5.629 3.807 1.721 

No aplica 0 4.507 0 0 5.693 0 0 3.703 

No 

cumple 

384 124 1.202 27 41 140 1.787 345 

No 

definido 

466 0 578 3 0 0 175 0 

Universo 5.769 5.769 5.769 5.769 5.769 5.769 5.769 5.769 
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Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Vale del Cauca. Año 2022. 

 Referencias: 

Cumple: hace referencia a todas las personas a las que se puede evidenciar mediante registros 

administrativos que Gozan de los derechos de manera individual. 

No Aplica: estado de la medición que individualiza a todas aquellas personas que no se 

encuentran en el conjunto de características de medición, específicamente para los derechos de 

Educación y Reunificación Familiar. 

No Definido: aquí se ubican los registros de las personas a las que la información disponible en 

la RNI es insuficiente o no se logra establecer el cumplimiento o Goce de cada derecho 

Tabla 35 

Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión proyectada 

Concepto Presupuesto 

(millones en pesos) 

Compromiso 

(millones en pesos) 

% de ejecución 

Afiliación al régimen 

subsidiado 

(ampliación, 

continuidad) 

$1.669 $1.669 100% 

Asistencia funeraria $38 $3 7.89% 

Asistencia y atención $2.325 $2.240 96,34% 

Ayuda humanitaria $51 $30 58,82% 

Ayuda humanitaria 

inmediata 

$51 $30 58,82% 
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Calidad $496 $496 100% 

Cifra de control $2.404 $2.319 96,46% 

Educación $496 $496 100% 

Fortalecimiento 

institucional 

$121 $121 100% 

Generación de 

ingresos 

$65 $36 55,38% 

Participación efectiva 

de las víctimas 

$37 $37 100% 

Proyectos o 

iniciativas 

productivas 

$65 $36 55,38% 

Salud $1.675 $1.675 100% 

Salud pública $6 $6 100% 

Nota. Adaptado de Unidad para las Víctimas. (2022). Boletín Fichas Estadísticas – Bugalagrande 

– Valle del Cauca. Año 2022. 

 Algunos de los proyectos necesitan de una alta inversión, pero, no significa que haya un goce 

efectivo de los derechos de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2022, pág. 31). 
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8. Análisis y discusión de los resultados 

 En lo que se refiere a los eventos victimizantes de la población del municipio de 

Bugalagrande en los años objeto de estudio se presentaron así: 

Tabla 36 

Eventos o hechos victimizantes 

Eventos o hechos victimizantes de la población del municipio de Bugalagrande 

2018 2019 2020 2021 2022 

9.769 9.864 10.161 10.364 10.635 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 1 

Eventos o hechos victimizantes de la población del municipio de Bugalagrande en los años 

2018, 2019, 2020, 2021 y 2022 

 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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 Como puede verse en el gráfico 1, los eventos o hechos victimizantes fue aumentando y 

pasando de 9.769 en el año 2018 a 10.635 en el año 2022, un aumento de 866 eventos, esto es, 

que las violaciones graves a las normas internacionales de Derechos Humanos por el conflicto 

armado colombiano continúan y siguen apareciendo nuevas víctimas, que se encuentran 

reconocidas en el Registro Único de Víctimas. 

Tabla 37 

Personas que fueron victimizadas  

Personas que fueron victimizadas en el municipio de Bugalagrande 

2018 2019 2020 2021 2022 

8.639 8.714 8.888 9.007 9.158 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 2 

Personas que fueron victimizadas en el municipio de Bugalagrande 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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 En el Gráfico 2, se puede ver como hubo un aumento de 519 de personas que fueron 

victimizadas entre el año 2108 y el 2022. Son personas que han sufrido un daño al padecer 

graves violaciones a las normas internacionales de Derechos Humanos y transgresiones al 

Derecho Internacional Humanitario debido al conflicto armado interno y están inscritas en el 

Registro Único de Víctimas. 

Tabla 38 

Ocurrencia de hechos en los que se victimizó a la persona 

Ocurrencia de hechos en los que se victimizó a la persona 

2018 2019 2020 2021 2022 

7.308 7.353 7.447 7.519 7.391 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 3 

Ocurrencia de hechos en los que se victimizó a las personas 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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 En lo que se refiere a la ocurrencia fue el sitio y la fecha en los que se llevaron a cabo las 

victimizaciones que pasaron de 7.308 en el año 2018 a 7.691 en 2022, con un aumento de 383 

casos ocurridos en el transcurrir de estos años. 

Tabla 39 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Víctimas 4.812 4.828 5.541 5.762 5.809 

Sujetos de 

atención 

4.143 4.167 4.845 5.012 4.992 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 4 

Hecho victimizante: desplazamiento forzado 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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 Las víctimas de desplazamiento forzado aumentaron 997 de 2018 a 2022 que se encuentran 

reconocidas en el Registro Único de Víctimas. Mientras que los sujetos de atención que son los 

que cumplen con los requisitos que exige la ley para que puedan disfrutar de las medidas de 

atención y reparación determinadas por la Ley, pasaron de 4.143 personas en 2018 a 4.992 en 

2022, esto es que 849 personas más fueron beneficiadas con medidas de atención y reparación 

entre el año 2018 y el 2022. 

Tabla 40 

Número de lugares y de víctimas caracterizados en Bugalagrande 

Número de lugares y de víctimas caracterizados en Bugalagrande 

 2018 2019 2020 2021 2022 

# de lugares 

caracterizados 

284 345 207 252 78 

Sujetos de 

atención 

786 1.054 551 652 199 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 5 

Número de lugares y de víctimas caracterizados en Bugalagrande 
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Nota. Adaptado por los investigadores 

 En el año 2018 se caracterizaron 284 lugares, mientras que en el año 2022 se caracterizaron 

78, es decir, hubo 206 lugares menos. En cuanto a las víctimas en el año 2018 se caracterizaron 

786 y en el 2022 fueron 199 víctimas, esto es, que la caracterización disminuyó en 587 personas. 

Menos personas que llegaron al municipio de Bugalagrande como desplazados. 

Tabla 41 

Dinero destinado para atención humanitaria en el municipio de Bugalagrande 

Dinero destinado para atención humanitaria 

2018 2019 2020 2021 2022 

382 millones 314 millones 4.077 millones 268 millones 227 millones 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 6 

Dinero destinado para atención humanitaria 
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Nota. Adaptado por los investigadores 

 En cuanto al dinero destinado a la ayuda humanitaria puede ser inmediata en especie como 

bienes alimentarios y no alimentarios, elementos de alojamiento como artículos de aseo y de 

cocina. Y se encuentra la medida de asistencia de ayuda humanitaria que tienen las personas y 

los hogares representada alojamiento temporal y alimentación básica según el grado y las 

características de la necesidad que tengan las personas que les permita al menos una subsistencia 

mínima. Así, en el año 2018 se destinaron 382 millones, hubo un año el 2020 que fue de 4.077 

millones (año de la pandemia del Covid-19) y ya para el 2022 fue de 227 millones. 

 En lo que se refiere a la superación de la Situación de Vulnerabilidad a continuación se 

presenta el análisis de cada uno de los derechos su cumplimiento y poder así superarla: 

Tabla 42 

Derecho a la alimentación 

Derecho a la alimentación 
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 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple 2.692 3.596 3.773 4.678 4.919 

No cumple 122 181 727 372 384 

No definido 949 1.278 834 524 466 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 7 

Derecho a la alimentación 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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personas cuya información es insuficiente en los registros de la Red Nacional de Información 

para la Atención y Reparación a las Víctimas – RNI y así no se logra establecer que puedan tener 

acceso a este derecho. 

Tabla 43 

Derecho a la educación 

Derecho a la educación 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple 756 1.106 1.062 1.058 1.138 

No aplica 2.760 3.674 4.098 4.381 4.507 

No cumple 147 135 169 135 124 

No definido 100 443 5 0 0 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 8 

Derecho a la educación  

 

Nota. Adaptado por los investigadores 

756

2760

147 100

1106

3674

135
443

1062

4098

169
5

1058

4381

135
0

1138

4507

124 0
0

500

1000

1500

2000

2500

3000

3500

4000

4500

5000

Cumple No aplica No cumple No definido

Gráfico 8. Derecho a la educación

2018 2019 2020 2021 2022



105 
 

 En cuanto al derecho a la educación se refiere a que una víctima de desplazamiento forzado 

que tengan una edad comprendida entre los 6 y los 17 años, haya asistido a algún nivel de 

educación preescolar, básica o media y asistió y terminó el año escolar antes de que se hubiese 

hecho la medición, terminó la educación media o tiene 5 años y se encuentra atendida por medio 

de los Centros de Desarrollo Infantil o acude a algún servicio de educación preescolar, goza de 

este derecho. En lo concerniente al cumplimiento se trata de las personas que por medio de 

registros administrativos pueden disfrutar de los derechos de forma individual, y en el 2018 era 

de 756 personas que pasaron a 1.138 en el 2022, no siendo un aumento muy significativo. Sin 

embargo, las personas que no aplican no tienen todas las características de medición 

particularmente para los derechos de Educación y Reunificación familiar, y corresponde a 4.507 

personas en el año 2022. Y las personas con una calificación de no definido no se encuentran en 

la información de los registros de la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación 

a las Víctimas – RNI o no se ha conseguido que puedan tener cada derecho y este tipo de 

personas se encontraron 100 en el año 2018 y 5 en el 2020. En los años 2021 y 2022 ya no 

aparecieron nuevas personas que estuviesen en esta categoría. 

Tabla 44 

Derecho a la generación de ingresos 

Derecho a la generación de ingresos 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple 1.882 2.528 2.645 3.856 3.989 

No cumple 487 652 994 1.118 1.202 

No definido 1.394 1.875 1.695 600 578 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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Gráfico 9 

Derecho a la generación de ingresos 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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pasaron de 1.394 personas en el año 2018 a 578 personas en el año 2022, es decir, que se mejoró 

la información registrada en la RNI. 

Tabla 45 

Derecho a la reunificación familiar 

Derecho a la reunificación familiar 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple 5 15 17 30 35 

No aplica 3.754 5.040 5.317 5.535 5.693 

No cumple 4 0 0 0 41 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 10 

Derecho a la reunificación familiar 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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 El derecho a la reunificación familiar le permite a la víctima de desplazamiento forzado que 

es parte de una familia pedir apoyo del Estado para reunificarse y pueda ser efectiva o la víctima 

no se vio inmersa en la fragmentación de su hogar. Cumplen con este requisito todas las personas 

registradas administrativamente que se encuentran disfrutando de sus derechos de modo 

individual, y pasó de 5 personas en el año 2018 a 35 personas en el año 2022, es decir, que más 

personas tuvieron un registro acerca del disfrute de este derecho. No aplica este derecho cuando 

la medición individualiza a todas las personas que no cumplen con las condiciones exigidas para 

disfrutar de este derecho, que es gozar del derecho de Educación y Reunificación Familiar, y 

pasaron de 3.754 personas en el año 2018 a 5.693 personas en el año 2022, es decir, que hubo un 

aumento de 1.939 personas que por no cumplir con los requisitos exigidos no pudieron gozar del 

derecho a la reunificación familiar. Se utiliza el ítem ‘no cumple’ para el derecho a la 

reunificación familiar para 4 personas en el año 2018 y 41 personas para el año 2022, ya que no 

se encontraban registradas administrativamente; por ende, no gozaban de los derechos de manera 

individual. 

Tabla 46 

Derecho a la salud 

Derecho a la salud 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple 3.588 4.842 5.078 5.414 5.629 

No cumple 175 213 256 160 140 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 11 

Derecho a la salud 
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Nota. Adaptado por los investigadores 

 En el derecho a la salud que tienen las víctimas de desplazamiento forzado deben estar 

afiliadas a alguno de los regímenes del Sistema General de Seguridad Social en Salud, y cumplen 

este derecho las víctimas que se encuentran registradas administrativamente disfrutando de los 

derechos de modo individual. Pasando de 3.588 personas en 2018 a 5.629 personas en el año 

2022, esto es, que aumentaron en una cifra de 2.041, las personas beneficiarias de este derecho. 

Mientras que las personas que no cumplen, es decir, no gozan de este derecho por no encontrarse 

registrados administrativamente y por fortuna disminuyeron, porque en el 2018 eran 175 

personas y para el 2022 fueron 140. 

Tabla 47 

Derecho a la vivienda 

Derecho a la vivienda 
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Cumple 1.641 2.139 3.027 3.640 3.807 

No cumple 440 338 1.311 1.729 1.787 

No definido 1.682 2.578 996 205 175 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 12 

Derecho a la vivienda 

 

Nota. Adaptado por los investigadores 
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año 2018 fueron 440 personas y pasaron en el año 2022 a 1.787 personas. No fueron definidas 

1.682 personas en el año 2018 y fueron solo 175 personas en el año 2022, esto es, que cada vez 

más personas suministran la información completa a la Red Nacional de Información para la 

Atención y Reparación a las Víctimas – RNI y se logra establecer el cumplimiento de cada 

derecho, por ello, se presenta esta disminución de ‘no definido’. 

Tabla 48 

Derecho a la atención psicosocial 

Derecho a la atención psicosocial 

 2018 2019 2020 2021 2022 

Cumple No hubo No hubo No hubo 1.619 1.721 

No aplica No hubo No hubo No hubo 3.649 3.703 

No cumple No hubo No hubo No hubo 306 345 

Nota. Adaptado por los investigadores 

Gráfico 13 

Derecho a la atención psicosocial 
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Nota. Adaptado por los investigadores 

 La atención psicosocial se refiere a la atención o rehabilitación psicosocial que ha recibido 

una víctima de desplazamiento forzado, que no fue prestada en el municipio de Bugalagrande en 

los años 2018, 2019 y 2020 y solo se proporcionó a partir del año 2021. En el año 2021 fueron 

registradas administrativamente y con goce de derechos de modo individual 1.619 personas, que 

aumentaron a 1.721 personas en el año 2022. Las que no aplican porque no cumplen con las 

características de medición, particularmente para los derechos de Educación y Reunificación 

familiar fueron 3.649 personas en el año 2018 y aumentaron a 3.703 personas en el año 2022. No 

cumplen con este derecho 306 personas en 2021 y pasaron a 345 personas en el año 2022, porque 

no se encontraban registradas administrativamente gozando de los derechos de forma individual.  

 En lo que respecta a la Gestión Interinstitucional Territorial de Inversión Proyectada en los 

años estudiados: 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022 se presentaron los mismos porcentajes de 

ejecución, así: 
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• Con un 100% de ejecución se encuentra la afiliación al régimen subsidiado (ampliación, 

continuidad), calidad, educación, fortalecimiento institucional, participación efectiva de 

las víctimas, salud y salud pública. 

• Con un 96,46%: cifra control. 

• Con un 96,34% está la asistencia y atención. 

• Con un 58,82%: ayuda humanitaria, ayuda humanitaria inmediata. 

• Con un 55,38%: generación de ingresos, proyectos o iniciativas productivas. 

• Con un 7,89%: asistencia funeraria. 

 En consonancia con lo anterior, se muestra un crecimiento progresivo en la Superación de la 

Situación de Vulnerabilidad en el municipio de Bugalagrande frente a los derechos de 

alimentación, educación, generación de ingresos, reunificación familiar, salud, vivienda y 

atención psicosocial de la población víctima del desplazamiento forzado. 

 Sin embargo, derechos como el de la educación y salud han mejorado en cuanto al acceso que 

ha tenido la población víctima porque se ha conseguido reducir el número de la población no 

determinada y que una vez se ha podido verificar la identificación se tiene la certeza de que las 

personas sí estaban disfrutando de estos derechos. 

 Mientras que el derecho a la educación no tuvo un aumento muy significativo porque falta 

que se realicen e implementen estrategias de búsqueda y vinculación de población infantil y en 

edad de estudio de parte del Ministerio de Educación y la Unidad de Víctimas, que sea una 

acción mancomunada con la que se pueda mejorar el acceso a este derecho. 

 En lo que se refiere al derecho a la vivienda, se ha presentado un aumento en el número de 

hogares que han accedido a este derecho, debido a que se han venido implementado mediante 
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esfuerzos institucionales medidas para poder disminuir la falta de vivienda de la población 

víctima de desplazamiento forzado. Aunque se ha presentado una disminución considerable, los 

entes territoriales y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF deber establecer 

políticas de cumplimiento de este derecho. 

 Por otra parte, el derecho a la generación de ingresos ha presentado un comportamiento 

positivo, debido a los ajustes institucionales y normativos de las diversas entidades que 

componen el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas – SNARIV y 

también con las entidades de nivel nacional y territorial. Por ejemplo, en Bugalagrande se ha 

tratado de llevar a cabo acciones con las que se puedan hacer enganches laborales, formación 

para el trabajo, crear y fortalecer emprendimientos y programas que generen empleo. 

 Finalmente, puede decirse que entre las falencias que presentan varios de los derechos para 

que haya una Superación de la Situación de Vulnerabilidad se encuentran: 

 En el derecho a la identificación, por ejemplo, en lo que se refiere a la prestación del servicio 

militar para quienes han sido víctimas del desplazamiento por el conflicto armado, según el 

artículo 140 de la Ley 1448 de 2011 instituyó la exención de este servicio, aunque es 

indispensable para laborar de los colombianos entre 18 y 50 años. Sin embargo, no se encuentra 

dentro de los documentos de identificación desconociendo lo que estableció la Corte 

Constitucional en Auto 008 de 2009 y en lo que insistió cuando expidió la Sentencia T-579 de 

2012. Así, al ser afectado este derecho, también lo hace con el derecho a la educación superior o 

extraedad y al derecho a la vivienda. 

 Asimismo, en el derecho a la salud es muy importante la atención psicosocial, y como puede 

verse en el municipio de Bugalagrande, apenas empezó a otorgarse a las personas a partir del año 
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2021, cuando es un componente importante de asistencia; además, hace parte de las medidas de 

reparación integral en el componente de rehabilitación. 

 Igualmente, en el derecho a la generación de ingresos, según la Resolución 2200 de 2018, en 

algunas de las condiciones determinadas no permiten saber que la víctima efectivamente recibe 

los ingresos suficientes para superar su situación de vulnerabilidad, como, por ejemplo, la 

propiedad de inmuebles o lotes en ambientes rurales que sean productivos, pero que se 

encuentran situados en una zona de conflicto y por ende, la víctima no puede generar entradas 

sin que su vida se ponga en riesgo o su integridad personal. O puede suceder con una víctima que 

ha sido beneficiaria de un proceso de restitución por ejemplo de un predio; pero, no tiene los 

medios para obtener ingresos cuando se hace la verificación por la entidad estatal. También, para 

gozar de este derecho se exige que se hayan finalizado los programas de emprendimiento o 

fortalecimiento empresarial como un criterio de medición y sucede que varios de estos 

programas se inician con la oferta del Servicio Nacional de aprendizaje – Sena. Sin embargo, no 

existe una garantía para un enganche laboral, lo único es la certificación y formación, lo que no 

garantiza que se pueda tener acceso a un trabajo y generar ingresos. 

 Por otro lado, las víctimas interponen tutelas, entonces se incrementa el número de turnos 

asignados que deben ser priorizados, lo que provoca que haya demoras en las otras rutas y se 

puede agotar el presupuesto disponible. Además, cuando más efectivas son las tutelas para 

obtener la atención, las personas comprenden que es muy rentable interponerlas lo que trae como 

consecuencia que la efectividad de los recursos se reduce lo que lleva a que se presenten nuevas 

tutelas y así la Corte Constitucional va a producir nuevos Autos para tratar de proteger a grupos 

de población que tienen un amparo especial o atención de emergencia a comunidades lo que 

produce impactos en los planes que se tengan para manejar y tratar de que las personas víctimas 
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de desplazamiento puedan salir y superar la Situación de Vulnerabilidad. También, es importante 

mencionar que la Corte Constitucional por medio del Auto 219 de 2011, llegó a la conclusión 

que el Gobierno Nacional, no había superado los problemas que fueron identificado desde el año 

2009, respecto a no existía una armonización y una definición y pormenorización de la oferta 

institucional desarrollada para que se pudiera atender a la población que había sido desplazada 

por la violencia. 

 En este orden de ideas, el estudio Informe Final de la investigación Avances del Estado 

colombiano en materia de superación de vulnerabilidad psicosocial en víctimas del conflicto 

armado (Aguilera Torrado, 2022), dice que el Estado colombiano sí presentó avances 

especialmente en la normativa de atención integral a víctimas del conflicto armado en lo que se 

refiere a protección de derechos humanos y atención psicosocial; sin embargo, pocas han sido las 

acciones para conseguir la superación de la vulnerabilidad psicosocial, al no crear una política 

pública que cumpla con este propósito. No obstante, en el municipio de Bugalagrande, en los 

años 2018, 2019, 2020 no hubo atención psicosocial a la población desplazada; solo empezó a 

hacer efectivo este derecho a partir del año 2021, que es importante en la asistencia que se presta 

al desplazado, puesto que es uno de los componentes de la rehabilitación, ya que es una de las 

medidas de reparación integral que ayuda a superar situaciones de tipo emocional.  

 Asimismo, el trabajo de grado Efectos en la población desplazada por el conflicto armado en 

la localidad de Kennedy (1980-2016) (Granados Castillo & Loaiza Parra, 2018), mostró que la 

población residente en la localidad de Kennedy correspondía a la mayor cantidad de personas 

desplazadas cuyo estrato socioeconómico y calidad de vida eran bajos. Se debía prestar atención 

a las necesidades básicas como educación, vivienda, trabajo, salud entre otras. Mientras que, en 

el municipio de Bugalagrande, en el período estudiado 2018 a 2022 se considera que hubo un 
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aumento progresivo para la Superación de la Situación de Vulnerabilidad, en lo que se refiere a 

los derechos de alimentación, educación, generación de ingresos, reunificación familiar, salud, 

vivienda y atención psicosocial, que ha beneficiado a muchas personas víctimas del 

desplazamiento forzado que llegaron al municipio en busca de ayuda.  

 Igualmente, en la tesis de maestría Análisis de la vulnerabilidad social en Colombia de los 

hogares acompañados por la Estrategia Unidos 2018-2019 (Díaz Puerto, 2020), según los datos 

que fueron analizados en este trabajo de maestría, se identificó que los hogares deben tener 

seguimiento a los logros de: saneamiento básico, ingresos suficientes, seguridad alimentaria e 

ingresos de adultos mayores, que son los que más impactan para que no sea superada la 

vulnerabilidad y por ende, poder salir de la pobreza extrema. En cuanto a los logros de las 

personas se encuentra que deben atenderse: los derechos sexuales y reproductivos, estudios 

postsecundarios, herramientas digitales y educación financiera, porque de esta forma se logra 

ampliar las capacidades de las personas y se puedan crear condiciones para el desarrollo humano. 

En lo concerniente al municipio de Bugalagrande, éste ha buscado atender la población víctima 

de la violencia con políticas que ayuden a conseguir la Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad por medio de acciones efectivas como, por ejemplo, capacitación con el Sena en 

programas de emprendimiento que han ayudado a muchísimas personas. 

 También, en la tesis en maestría titulada Riesgo Familiar Total y Grado de Salud Familiar, 

Familias Desplazadas residentes en el municipio de Bugalagrande, Valle del Cauca (Soto 

González, 2014), realizada en el año 2014, se encontró que las personas desplazadas que residían 

en el área urbana del municipio en los estratos 1, 2 y 3 se encontraban amenazadas y en alto 

riesgo, especialmente por la situación económica, por falta de información acerca de servicios de 

salud, riesgo alto en vivienda, igualmente en manejo de los menores. La categoría psicoafectiva 
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en riesgo alto y familias amenazadas por vivir con ansiedad permanente, desarmonía entre padres 

e hijos y conyugal, etc. Así que respecto a la situación del municipio de Bugalagrande en el 

período 2018 a 2022, la situación para las personas desplazadas mejoró notablemente en diversos 

factores que, al superar la Situación de Vulnerabilidad sus estándares de vida cambiaron 

positivamente, dado que con la aplicación de las medidas de ayuda que el municipio ha prestado, 

se muestran unos resultados favorables para las personas víctimas de desplazamiento por el 

conflicto armado.   
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9. Conclusiones 

  

 El desplazamiento forzado se ha constituido en un hecho victimizante que ha ido creciendo, 

por consiguiente, necesita de unas políticas públicas mediante las cuales se puedan implementar 

programas sociales que ayuden a las víctimas y garantizar los derechos fundamentales a la vida, 

la integridad, la libertad, seguridad personal, entre otros. En cuanto a la política pública creada 

para que la población víctima del conflicto armado pueda ser atendida consta de varios 

componentes: a) protección y prevención: con este componente el municipio de Bugalagrande 

está obligado a instituir y dictar una política pública integral y diferencial, para que se pueda 

promover, garantizar y proteger los derechos humanos de las personas y crear los organismos 

con los que se pueda evitar que haya una repetición de los hechos; b) atención y asistencia: con 

las medidas de asistencia se busca que las víctimas puedan tener una vida digna y reintegrarse a 

la vida social, económica y política, mientras que las medidas de atención son las que permiten 

orientar, informar y acompañar jurídicamente y realizar un acompañamiento psicosocial y se 

pueda gozar de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral. Estas dos medidas 

deben realizarse mediante un esquema de seguimiento a las personas de tal manera que puedan 

acceder a la oferta institucional que brinda el municipio de Bugalagrande; c) reparación integral: 

con ella se busca reconstruir el proyecto de vida de las víctimas y brindarles dignidad individual, 

colectiva, material, moral y simbólica, como lo hace el municipio de Bugalagrande con el apoyo 

psicológico y de la Comisaría de Familia que se juntan con Bienestar Familiar tratando que las 

víctimas tengan la mejor atención y así cuando se identifican las víctimas se realiza un registro, 

se hace una evaluación y de esta manera se implementan los planes; d) verdad y justicia: es un 

derecho a conocer la verdad de los hechos, los motivos y circunstancias que provocan el 

desplazamiento, presentándose en dos dimensiones: judicial e histórica o extrajudicial; e) 
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participación: se constituyó en el municipio de Bugalagrande el Comité Territorial de Justicia 

Transicional – CTJT, que debe sesionar cuatro veces al año y junto a la Personería y 

representantes de las víctimas brinda fortalecimiento a las mesas de participación; f) retornos y 

reubicación: en este proceso participan el municipio de Bugalagrande, Gobernación, Alta 

Consejería, Unidad Nacional de Víctimas que trabajan unidos en el procedimiento de retorno y/o 

reubicación de las víctimas, principalmente de desplazamiento forzado y g) fortalecimiento 

institucional: en el municipio de Bugalagrande hubo problemas de información y no hubo 

acompañamiento de entidades del orden nacional, por ello, se trató de hacer un censo que 

correspondiera con la realidad y se le dio capacitación a los miembros del Comité Municipal de 

Justicia Territorial de Justicia Transicional – CTJT y los de las mesas de participación que se 

realizara un proceso verdadero de ley de víctimas. Por otra parte, como no funcionó el Sistema 

Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, las víctimas tomaron 

la decisión de interponer tutelas para poder recibir y acceder a los servicios de atención, 

protección y reparación a que tenían derecho de acuerdo con la normatividad existentes y los 

acuerdos nacionales e internacionales que protegían a la población víctima de desplazamiento. 

Dentro de esta óptica, la Corte Constitucional expidió diversos pronunciamientos con 

recomendaciones e instrucciones para poder restablecer los derechos de las víctimas de 

desplazamiento. Uno de los primeros fue la Sentencia de Tutela T-025 de 2004, en la que declaró 

un estado de cosas inconstitucional en cuanto a la violación de los derechos humanos de la 

población en situación de desplazamiento, puesto que el Estado no había dado una respuesta a la 

situación que vivía estas personas víctimas de desplazamiento forzado. Posteriormente en cuanto 

al restablecimiento a la salud y específicamente la salud mental, emitió la Sentencia T-045 de 

2010, en la que enfatizó la atención psicosocial y sus efectos por la violencia política y que 
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debían recibir las víctimas y también expidió varias recomendaciones para las organizaciones 

gubernamentales y asociaciones de víctimas que trabajan en el país. Como hubo un 

incumplimiento de las medidas para atención y reparación psicosocial de las víctimas que 

impartió en los pronunciamientos de sentencias y autos de seguimiento que emitió la Corte 

Constitucional, llevó a que se expidiera la Ley 1448 de 2011 y su decreto reglamentario 4800 de 

2011 para que se pudiera implementar algunas medidas y programas con los cuales hacer frente a 

la problemática y entre ellas se encuentra el Protocolo de Atención Psicosocial y Salud Integral a 

las Víctimas – PAPSIVI del año 2017, el que se estableció siete años después de lo ordenado por 

la Corte Constitucional, que había dado la orden para que el Gobierno Nacional hiciera algo en 

seis meses.  

 En cuanto a la Superación de la Situación de Vulnerabilidad de acuerdo con el artículo 182 de 

la Ley 1488 de 2011, se refiere a restablecer el ejercicio de los derechos de identificación, salud, 

educación, vivienda, alimentación, reunificación familiar y generación de ingresos. Se evalúa de 

dos maneras: a) la manifestación voluntaria y b) la medición, siendo sus posibles resultados: 

supera, no supera y no determinado. Según el artículo 23 del Decreto 2569 de 2014, una víctima 

de desplazamiento forzado superó la Situación de Vulnerabilidad de dos formas: a) se ha 

afianzado y estabilizado su situación socioeconómica y b) cuando la víctima de forma voluntaria 

decide quedarse en un sitio escogido por ella y en buenas condiciones de seguridad. Igualmente, 

se tiene en cuenta la medición que hace a los derechos de identificación, salud, educación, 

alimentación, generación de ingresos, vivienda y reunificación familiar según los criterios del 

Índice Global de Restablecimiento Social y Económico, es decir, porque intervino el Estado o la 

víctima lo hizo por sus propios medios. La medición utiliza diversas fuentes de información y 

registros administrativos sobre la situación de los hogares víctimas del desplazamiento forzado 
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después que han vivido el hecho victimizante y de esta forma tener la manera de acceder a 

planes, proyectos, programas, medidas que el Gobierno ha implementado. La medición fue 

desarrollada por los artículos 67 y 68 de la Ley 1448 de 2011, los que fueron reglamentados por 

el Decreto 2569 de 2014, que se integró al Decreto 1084 de 2015. De la misma manera lo hace la 

Resolución 2200 de 2018, que reglamentó cuatro criterios técnicos: a) que haya superación del 

umbral del Índice Global de Restablecimiento Social y Económico – IRSE; b) el nivel de 

ingresos y otros derechos permiten la superación; c) el criterio de población comparable tomando 

como punto de partida el SISBÉN IV y d) manifestación voluntaria. También, en esta Resolución 

reguló que junto con otros requisitos se debería cumplir la condición de no regresividad, puesto 

que las víctimas tienen como objetivo superar el estado de vulnerabilidad, aunque no se superen 

las condiciones socioeconómicas que hacen parte de ellas. Y se considera superada la condición 

de vulnerabilidad si cumple las siguientes condiciones: a) el Índice Global de Restablecimiento 

Social y Económico es superado según los criterios de medición de los derechos que las víctimas 

de desplazamiento forzado tienen y b) la víctima manifiesta que ha superado la situación de 

vulnerabilidad de forma voluntaria. 

 El proceso de caracterización socioeconómica que se realiza a través del SISBÉN es muy 

importante para tener más información acerca de las condiciones socioeconómicas de la 

población víctima de desplazamiento forzado para tener mejor y más información con la que se 

pueda realizar el proceso de medición de la Superación de la Situación de Vulnerabilidad y de 

esta manera poder entregar la ayuda que cada caso demande. Igualmente, se deben fortalecer las 

estrategias y puntos de atención lo que permita una optimización de recursos como también una 

trazabilidad de los procesos. Se debe también fortalecer la información de contacto, de tal 

manera que no se presenten demoras en la inclusión del registro, puesto que muchos municipios 
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se ven obligados a priorizar la atención humanitaria inmediata y lleva a demoras en la atención 

humanitaria de emergencia. Por otro lado, con las mediciones de la Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad se puede hacer una planeación estratégica y tomar mejores decisiones 

institucionales y financieras lo que permite que se pueda focalizar, priorizar o asignar programas 

y proyectos con los que el Gobierno obtenga las metas que se ha propuesto. De todas maneras, el 

municipio de Bugalagrande ha tenido avances importantes en cuanto al acceso a la mayoría de 

los derechos que forman parte de la Superación de la Situación de Vulnerabilidad. Sin embargo, 

ha sido fundamental para el acceso, el que se pueda identificar a las personas y sus condiciones 

de vida. Así que, las entidades de nivel nacional y territorial deben brindar una oferta dirigida a 

las víctimas en cuanto a las medidas de salud, educación, identificación, alimentación, vivienda, 

generación de ingresos que incluye el acceso a tierras, empleo y atención psicosocial. Con el fin 

de mejorar el acceso de la población víctima de desplazamiento forzado a estos derechos se ha 

buscado fortalecer un modelo integrado con el que se pueda realizar intercambio de información 

de distintas fuentes y como se decía con anterioridad mediante la estrategia de la caracterización 

socioeconómica por medio del Sisbén IV, de tal forma, que la información se obtenga en el 

menor tiempo posible y conseguir que haya una identificación plena de las necesidades de las 

víctimas. En lo que respecta al municipio de Bugalagrande, muestra el estudio de los años 2018, 

2019, 2020, 2021 y 2022 un crecimiento progresivo en la Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad en lo concerniente a los derechos de alimentación, educación, generación de 

ingresos, reunificación familiar, salud, vivienda y atención psicosocial de la población víctima 

del desplazamiento forzado, dado que la mejoría en los índices de Superación de la Situación de 

Vulnerabilidad ha sido notable dada la implementación de la Ley 1448 de 2011 específicamente 

en los derechos ya mencionados que impactan a la población víctima. 
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Anexos 

Anexo 1. Carta solicitando información a la Alcaldía del municipio de 

Bugalagrande – Secretaría de Gobierno 
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Anexo 2. Carta de respuesta de la Secretaría de Gobierno del municipio  

de Bugalagrande  
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